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“Confieso que cada vez siento más incomodidad al constatar que, en diferentes contextos de 
reflexión, se tiende a equiparar la humanización con el trato cálido, acogedor, en las relaciones 
asistenciales ... Hablar de humanización, en cambio, es mucho más comprometedor: reclama la 
dignidad intrínseca de todo ser humano y los derechos que de ella se derivan” (Bermejo 2014, 11).

“El derecho a tener derechos –para retomar un importante ensayo de Stefano Rodotà, cuyo título 
evoca una frase de Hannah Arendt– queda, de hecho, sometido a la hegemonía del mercado, 
con el riesgo progresivo de eliminar cualquier forma de respeto por la persona” (Ordine 2014, 11).

I. Introducción 
1. Objetivos
El presente estudio tiene como fundamento jurídico la exigencia de la Directiva 2012/29/UE1 de un trato 
eficazmente humano a las víctimas, particularmente en delitos graves. En el título de dicha norma ya se re-
coge la relevancia no solo de los derechos, sino del apoyo. Consecuentemente con lo anterior, este estudio 
se plantea como una investigación acción con un objetivo general:

1)	 Colaborar con las personas en contacto con las víctimas del terrorismo2, de forma específica en 
la Comunidad Autónoma del País Vasco (CAPV), sistematizando pautas de buenas prácticas con-
trastadas en su trato con ellas.

La consecución de dicho objetivo general se relaciona con otros cuatro objetivos más concretos:

2)	 Describir los estándares internacionales de buenas prácticas, derivados de la normativa en vigor, 
incidiendo en las formas innovadoras de justicia, respecto de la atención a las víctimas de infrac-
ciones penales.

3)	 Revisar el estado de la cuestión sobre la existencia y práctica de protocolos de buenas prácticas 
en relación con las víctimas de delitos, en general, y de terrorismo, en particular, en el ámbito 
comparado e interno.

4)	 Recopilar y sistematizar las reflexiones de profesionales, en particular en contacto con víctimas 
del terrorismo en la CAPV, sobre los elementos determinantes para un trato (a corto, medio y 
largo plazo) empático, individualizado y personalizado, que ayude en el proceso de reparación y 
recuperación victimal.

5)	 Elaborar con los resultados de los puntos anteriores una guía de actuación general que, con las 
debidas adaptaciones, pueda dirigirse a agentes públicos y privados que se relacionen con las 
víctimas del terrorismo.

Por tanto, la guía general puede constituir un punto de arranque para: 

1)	 La elaboración de programas individualizados, dirigidos a las víctimas, que cubran diferentes par-
celas de actuación (en salud, vivienda, educación, trabajo, prestaciones sociales, relaciones co-
munitarias, cultura...) a distintas escalas administrativas.

2)	 La elaboración de agendas de acción, evaluación y apoyo a los diversos profesionales y personas 
que tratan con las víctimas del terrorismo.

Este texto no va destinado exclusivamente a servicios especializados de atención a víctimas del terrorismo 
o de víctimas de delitos violentos en general, a los que se les presupone el conocimiento de las buenas 
prácticas en la materia, sino principalmente a servicios públicos y agentes sociales que tangencialmente o 

1   Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas m nimas sobre 
los derechos  el apoyo y la protección de las v ctimas de delitos  y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JA  del Consejo
2   Si bien su contextualización es distinta  las referencias a las v ctimas del terrorismo deben entenderse comprensivas de todas las 
formas de terrorismo que se han conocido en nuestro ámbito desde 1960  fundamentalmente ETA  pero también GAL  BVE  Triple A  
etcétera  Para definir terrorismo seguimos los art culos 1 y 2 de la Decisión Marco de la UE  de 13 de junio de 2002  sobre la lucha contra 
el terrorismo  
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puntualmente se relacionan con las víctimas del terrorismo o que, actuando para toda la población, deben 
considerar sus particularidades.

2. Estructura y metodología
Dentro de un marco teórico interdisciplinar victimológico, y con una orientación de investigación acción, el 
trabajo se estructura y se aborda a través de cuatro ejes metodológicos, integrando las dos perspectivas 
mencionadas (derechos humanos y cuidado) con una vocación interprofesional:

1)	 Revisión de la bibliografía existente, particularmente sobre la normativa internacional y los proto-
colos ya existentes, así como los estudios empíricos relativos a la justicia procedimental y terapéu-
tica, la confianza institucional e interinstitucional y la buena gobernanza. Desde el Derecho aquí 
consideraremos los estudios sobre el estatuto de las víctimas, si bien nuestro enfoque sobrepasa 
el ámbito del proceso penal. Desde el Trabajo Social y la Psicología, tendremos en cuenta, de 
forma panorámica, la intervención con víctimas, en diferentes fases, de cara a su recuperación 
(capítulos II-V). 

2)	 Utilización de extractos de entrevistas con víctimas del terrorismo en la CAPV, considerados como 
ejemplos de su percepción de la situación o de buenas o malas prácticas. Estos extractos proce-
den de investigaciones anteriores del Instituto Vasco de Criminología/Kriminologiaren Euskal Ins-
titutua (IVAC-KREI), realizadas entre los años 2011 y 20133 y pueden identificarse al encontrarse 
en recuadros de diferente color (capítulos II-VI).

3)	 Elaboración, administración y análisis de un breve cuestionario para profesionales que tratan con 
víctimas, expertos y miembros de asociaciones, solicitando sus propuestas en esta materia (ca-
pítulo VI).

4)	 Redacción de un documento final básico, adaptable a diferentes agentes públicos y privados4 
(capítulo VII).

A lo largo del trabajo se subrayan, en letra negrilla, las ideas principales que lo sustentan. Finalmente, el estu-
dio concluye con una bibliografía y unos anexos que amplían o clarifican algunos aspectos del texto principal.

A continuación detallamos los miembros del equipo investigador y el cronograma seguido para la redacción 
de esta guía.

   

3   Fueron realizadas con v ctimas del terrorismo residentes en la CAPV o que tuvieron que marcharse de ella (de la Cuesta et al  2012; de 
la Cuesta 2013; de la Cuesta 2014)  fundamentalmente indirectas (familiares de personas asesinadas) y mayoritariamente de ETA  pero 
también incluyen v ctimas directas de amenazas  coacciones y lesiones  y v ctimas  directas e indirectas  de otros grupos terroristas que 
han actuado en la CAPV (BVE  Triple A  GAL  sin identificar  etc )  Las abreviaturas que identifican la procedencia de los extractos son PR 
(Proyecto Retorno  en de la Cuesta et al  2012)  E 2012 (Entrevistas realizadas en 2012  en de la Cuesta 2013) y RC y GD (respuestas a 
preguntas abiertas del cuestionario y extractos de grupos de discusión realizados en 2013  en de la Cuesta 2014)
4   Al configurarse como una investigación acción  se espera recibir sus sugerencias para la mejora de la propuesta de gu a que  cualquier 
lector  puede enviar a la siguiente dirección  gemmamaria varona@ehu es
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II. ¿Por qué una guía general de buenas 
prácticas?

“Las víctimas tenemos el derecho a salirnos del guión que las 
instituciones han establecido para nosotros” (PR 2011)

1. Fundamento victimológico
1.1. Un enfoque integral de cuidado y de derechos humanos dentro de las tendencias 
actuales de formas inclusivas de justicia para las víctimas

1.1.1. Derechos humanos y ética del cuidado

La evidencia empírica nos muestra que, aun quedando un largo camino por recorrer, la reciente positi-
vización de los derechos de las víctimas resulta insuficiente si no va acompañada de un cambio 
cultural con una política victimal realmente centrada en las víctimas y sus contextos (Wemmers 1996)5. 
Ello será imposible sin la dotación de recursos adecuados y sin una concienciación social, política y 
profesional que incida en los conocimientos, actitudes y capacidades de las personas que se relacio-
nan con ellas. De ahí la necesidad de combinar un enfoque de derechos humanos, desde el ámbito 
jurídico (OHCHR 2011, 161-176), con un enfoque de la ética del cuidado, desde la Psicología y el 
Trabajo Social (Eguchi 2010)6. Solo la amalgama de ambos permitirá que ninguno de ellos quede vacío 
de contenido.

La ética del cuidado, impulsada desde el feminismo a finales del siglo XX (Gilligan 1982)7, dentro 
del debate sobre el desarrollo moral, subraya “la importancia de las relaciones humanas, la interde-
pendencia y la necesidad de otorgar una atención especial a las personas … que son particularmente 
vulnerables” (Eguchi 2010)8, sin minusvalorar su autonomía. Dicho debate supuso contraponer la ética 
de la justicia, siguiendo las tesis de Kohlberg, a la ética del cuidado. Esta última se caracterizaría por 
tener en cuenta los elementos contextuales, adoptando “el punto de vista del “otro particular”, con sus 
peculiaridades, … la intervención de los sentimientos, la preocupación por los detalles concretos de la 
situación a juzgar” (Marín 1993), su red de relaciones. La responsabilidad hacia los demás no se basa 
en los límites del ejercicio de los propios derechos, sino en la “responsabilidad por los demás. Eso supo-
ne una preocupación por la posibilidad de omisión, de no ayudar cuando podríamos hacerlo. No se trata 
solo de contener la agresión, la falta de respuesta, no actuar cuando habría que hacerlo, es también un 
problema” (Marín 1993).  Entendemos que ambas perspectivas, la ética de la justicia y la del cuidado, 
son complementarias y no excluyentes.

La ética del cuidado supone un acompañamiento (Planella 2008) y conlleva una sensibilidad contextual 
y una escucha y consideración de los intereses de las personas más afectadas. Las personas que atien-
den a otras en situación vulnerable “deben entender los efectos del trauma a lo largo de la vida porque 
sus efectos a menudo resultan en mayores discriminaciones … una exposición continua al trauma y 
al estrés crónico está relacionada con daños en el sistema límbico, conectado con las emociones y la 
memoria, así como el córtex prefrontal relacionado con la planificación y la toma de decisiones … Junto 

5   A esta misma conclusión se ha llegado en estudios emp ricos sobre v ctimas del terrorismo en nuestro contexto  Dentro de la l nea de 
investigación desarrollada por el VAC/KRE  en los últimos diez años  véase el informe publicado en 2014 (de la Cuesta 2014)  En estos 
estudios se ha trabajado con fuentes directas e indirectas que han recogido encuestas a v ctimas del terrorismo en el Pa s Vasco
6   Dentro de las Naciones Unidas se habla del “triángulo de la educación en derechos humanos”  como concepto que combina el 
conocimiento (teórico) con las habilidades y actitudes (prácticas) (FRA 2013)  
7   Su utilización va más allá del enfoque feminista y de la separación de las esferas pública y privada  Cfr  Benhabib (1990) y Fascioli (2010)  
8   Cfr  la expresión de Ted Wachtel de “comunidades de cuidado” (2013) en alusión a la reinserción de infractores y la recuperación de 
las v ctimas en un enfoque restaurativo
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con cambios biológicos, el trauma también cambia patrones cognitivos de la persona y su autoimagen” 
(Eguchi 2010). De acuerdo con SAMHSA (2004), un programa, organización o sistema consciente de 
los efectos de una situación traumática permite entender la extensión de su impacto y los posibles cami-
nos para la recuperación, identifica situaciones de trauma en las víctimas directas e indirectas, responde 
con un conocimiento integrador respecto de las políticas, procedimientos y actuaciones concretas, y 
busca activamente resistir la retraumatización.

Citando a Reich y Torralba, José Carlos Bermejo (2014, 77) diferencia entre el cuidado competente y el 
cuidado personal. Este último “requiere, además del cuidado competente, el cuidado individual, el trato 
afectivo, la sensibilidad … la proximidad de orden ético y esto exige, además de grandes dotes comu-
nicativas y conocimientos psicológicos, un determinado talante moral, un ethos profesional”. Dentro de 
la ética del cuidado, se habla, con influencia de la Teología, del cuidado relacional (Wada 2014). En 
términos victimológicos este concepto tiene una estrecha vinculación con el de atención integral, su-
peradora de la asistencia paternalista, superficial o fragmentaria, carente de coordinación o continuidad.

1.1.2. Obligaciones de la sociedad y beneficios para las víctimas de las formas inclusivas de justicia

“Mi experiencia con la administración de justicia ha sido 
nefasta. Todas las acciones que hemos llevado a cabo han sido 
porque personalmente la familia lo hemos hecho. Nadie de la 
administración de justicia, ni de la Audiencia Nacional, ni de la 

policía se ha puesto jamás en contacto con nosotros” (E 2012)

Partiendo del hecho de que es imposible prevenir todos los delitos, sin perjuicio de mejorar las prácticas 
preventivas en un Estado social y democrático de Derecho, las sociedades tienen la obligación de 
ayudar a aliviar los efectos del delito. Según el Foro Europeo de Servicios de Víctimas, en su declara-
ción sobre sus derechos sociales: “La consideración, y el intento de mejorar, la situación de las víctimas 
supone, más que una expresión de solidaridad …, algo consustancial al contrato social” (VV. AA. 2008, 
2). En todo caso, la mayor parte de los textos normativos mencionados en el epígrafe 2 de este capítulo 
hacen mención a dicha solidaridad.

Las obligaciones de la sociedad y sus Estados hacia las víctimas no se ciñen exclusivamente a mejorar 
su posición procesal en la justicia penal, sino que incluyen la posibilidad de que estas sean escuchadas 
en el diseño de las políticas victimales, como un agente más dentro de la construcción del concepto de-
mocrático de justicia en un Estado de Derecho. La exclusión de la venganza privada no tiene nada que 
ver con la participación de las víctimas, sin cuyos puntos de vista concretos será imposible mejorar su 
situación porque no podrán entenderse sus verdaderos intereses con base en los derechos humanos. 
Desde esta constatación, desde finales del siglo pasado y comienzos del presente, surgen modelos y 
programas de justicia más inclusivos para con las víctimas9. La participación es una parte fundamental 
de la humanización que persigue el Derecho integral de cara a evitar la victimización secundaria consta-
tada en múltiples investigaciones victimológicas y de la cual nos ocuparemos en el capítulo IV. 

El término Derecho comprensivo o integral (comprehensive law) fue utilizado por primera vez por la 
profesora estadounidense Susan Daicoff (Wexler 2012a). Dentro del mismo se encuentran diferentes 
formas de justicia inclusiva para las víctimas, relacionadas entre sí: restaurativa, procedimental, tera-
péutica (Wexler 2010), orientada a los problemas, comunitaria o sostenible (De Savornin 2011)10.

En la justicia procedimental (procedural justice) se enfatiza el significado de la justicia como proceso. 
Según indican Igartua, Olalde y Varona (2012): 

9   Los siguientes párrafos recogen las reflexiones ya reflejadas en Varona (2013b)  
10   Vid  diversas contribuciones sobre la relación entre la justicia procedimental  transicional y restaurativa en el libro colectivo de Hayden 
y van Wormer (2013)  En este apartado nos detenemos en las formas de justicia inclusiva para las v ctimas que mayor relación pueden 
tener con la presente gu a  Por este motivo no lo haremos respecto de la justicia restaurativa  En todo caso  cfr  el volumen dedicado a la 
justicia restaurativa y la victimización terrorista en Varona y Soleto (2014)
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“A las partes les importan los resultados, pero son mejor aceptados si consideran que la decisión 
tomada se ha realizado con garantía de sus derechos e intereses (entre los que se incluyen el ser 
escuchados activamente e informados de forma clara de la base de la decisión tomada). Este es 
el sentido de la expresión: ‘la decisión se tomó de forma justa’.

La profesionalidad de la justicia conlleva también un trato humano respetuoso, expresado como: 
“me trataron justamente”. La percepción de la justicia procedimental o del ejercicio justo de la auto-
ridad genera confianza en las normas, en las instituciones que las interpretan y en sus decisiones. 
En el sistema penal dichas garantías y trato humano deben asegurarse desde el contacto con la 
policía hasta la ejecución de la pena, en su caso. Los estudios empíricos muestran sus efectos 
positivos respecto de la minoración de la victimización y la reinserción de los victimarios, así como 
del incremento de la confianza en las instituciones públicas. Para los operadores jurídicos supone 
un esfuerzo de capacitación técnica, concienciación y formación en inteligencia relacional y emo-
cional, pero también les aporta mayor satisfacción personal y profesional”.

Un estudio reciente sobre el significado de la justicia procedimental para las víctimas, dentro del con-
texto penal anglosajón, subraya que la percepción de justicia de los individuos se relaciona con la per-
cepción de neutralidad, respeto, entendimiento (claridad), escucha y consideración de sus opiniones y 
necesidades (Gold y Bowen 2014).

Por su parte, el término originario correspondiente a justicia terapéutica es therapeutical jurisprudence. 
Se trata de una perspectiva psicológica y pedagógica sobre el impacto del Derecho sustantivo y proce-
sal en el equilibrio mental y la salud de las personas. El término procede del profesor de la Universidad 
de Arizona, David Wexler, en colaboración con Bruce Winick, profesor de la Universidad de Miami. Am-
bos publicaron en 1991 una obra titulada Essays in Therapeutic Jurisprudence. 

En la justicia terapéutica se incide en la necesidad de no agravar los problemas existentes (mentales, 
emocionales, de salud, adictivos, relacionales, de pobreza…). La intervención judicial o de otro tipo 
debe tratar de reducirlos o contenerlos mediante una perspectiva integrada, con un enfoque no adversa-
rial, sino participativo a la hora de definir los problemas de fondo y su tratamiento o respuesta, cuestión 
que forma parte del interés público en la prevención. 

En cuanto a la justicia orientada a los problemas, los tribunales orientados a la resolución de proble-
mas reivindican la autoridad judicial, pero no de forma distante o indiferente, sino comprometida con las 
personas en un proceso de colaboración para asegurar no solo un proceso adecuado, sino resultados 
adecuados, informados por el conocimiento científico social (Wiener y Brank 2013). 

Todas estas nuevas formas de justicia, que persiguen una humanización de su administración mediante la in-
terdisciplinariedad de marcos conceptuales sobre el Derecho, deben enfrentarse al reto de ser significativas, 
en términos de participación y justicia social, y críticas con las desigualdades de poder que puedan darse. 

No se trata de contraponer consenso versus conflicto, terapia versus garantías, o necesidades, emo-
ciones e intereses (subjetivos) versus derechos (objetivos y basados en la racionalidad). En todo caso 
parece pertinente la extensión del debate de manera compleja para evitar dualismos reductores y con-
templar la cotidianidad de los distintos servicios que se relacionan con las víctimas del terrorismo. Ello 
implica gestionar emociones fuertes con un trato justo, garantista y humano.

“Porque no se ha hecho nada por resolver el caso de mi 
padre y hay una discriminación importante dentro de las 

víctimas en general” (RC89 2013)

“Me preocupa la diferencia entre víctimas, que haya víctimas de 
primera y de segunda y no se ayude por igual”(PC34 2013)
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1.1.3. La formación victimológica: más allá de conocimientos técnicos

En definitiva, solo la formación inicial y continua, de carácter interdisciplinar, puede asegurar que los 
avances en el conocimiento jurídico, psicológico, terapéutico, criminológico, de intervención social, etc. 
resulten significativos para los distintos profesionales implicados. Ello supone la base de una colabora-
ción interprofesional en las que los expertos cuentan con la cultura, las herramientas y las estructuras 
de cooperación necesarias. Esta cuestión se relaciona con las propuestas del Derecho colaborativo 
definido fundamentalmente por el trabajo en equipo centrado en los intereses de las personas11.

En relación con la obligación de formación victimológica por parte de la Directiva 2012/29/UE (Varona 
et al. 2015), no podemos obviar las dimensiones éticas de los problemas sociales. Adela Cortina (2013, 
35) defiende la necesidad de incluir, en los planes de estudio de las carreras, una asignatura “que abra 
un espacio para aprender, reflexionar y debatir sobre la ética de la profesión ... un profesional no es solo 
un técnico, sino aquel que pone los conocimientos y las técnicas propias de su campo al servicio de los 
fines que dan sentido a su profesión ... los buenos conocimientos no se convierten en buenas prácticas 
si los profesionales no tienen la voluntad decidida de hacerlo”.

Pope y Vasquez (2011) nos ilustran cómo, en ciertos contextos de ausencia de perspectiva o misión, 
frustración, presión, desconocimiento, inseguridad y/o cansancio, los profesionales que tratamos con 
víctimas podemos tender a minusvalorar nuestras responsabilidades éticas. Para ello utilizamos una 
serie de estrategias cognitivas a modo de justificaciones cuando la decisión tiene un respaldo general 
de un protocolo12, de un superior o una institución, o no está prohibida expresamente; cuando lo hacen 
también otras personas; no hay intención de provocar un daño, o se considera que la persona dañada 
se lo había buscado de algún modo; cuando obramos creyendo que era lo mejor, estábamos evitando 
un mal mayor o no podíamos anticipar las consecuencias no intencionadas; si se trata de un hecho 
puntual o considerado sin importancia; nadie protesta; reporta otros beneficios; o consideramos que no 
había otra posibilidad de actuar. Una formación victimológica sólida debe concienciar sobre este riesgo 
y subrayar las responsabilidades éticas de todo profesional.

1.2. Similitudes y particularidades de la victimización terrorista respecto de otras víctimas

Si en el apartado anterior hemos concluido que la sociedad y el Estado social y democrático de Derecho 
deben ocuparse de la fragilidad y la precariedad en relación con la injusticia de haber sufrido un delito, esta 
obligación parece evidente respecto de la victimización terrorista. No obstante, conviene aclarar en qué 
medida la victimización terrorista difiere de otras victimizaciones graves y justifica un tratamiento particular.

“Educar para la paz desde la infancia, en casa, en los 
colegios... Es importante que se sepa la verdad, sin que las 

personas afectadas, los hijos, los nietos, sientan odio” (GDS1G 2013)

Las víctimas del terrorismo europeas, integrantes de NAVT (Network of Associations of Victims of Terro-
rism), “apuestan por una legislación diferenciada y apoyan la iniciativa de la AAV11M y la Carta Europea de 
Derechos de las víctimas del terrorismo presentada oficialmente en el Congreso de Turín de 2009”. Esta 
Carta fue elaborada por el catedrático C arlos Fernández de Casadevante, con financiación de la Unión 
Europea. En la misma, a los derechos contemplados en las Líneas Directrices del Consejo de Europa en 
relación con las víctimas del terrorismo se incluyeron dos derechos reconocidos por el derecho y la jurispru-
dencia internacionales a las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos como son el derecho 
a la verdad y el derecho a la memoria.

Esta iniciativa pretendía que la normativa europea recogiese expresamente los siguientes derechos para 
las víctimas del terrorismo: derecho de asistencia de urgencia; derecho de asistencia a más largo plazo; 
derecho de investigación y persecución; acceso efectivo al derecho y a la justicia; derecho a la administra-

11   Vid  la página web de la asociación en Euskadi en http //www derechocolaborativo es/  Véase en anexo una propuesta de planificación 
y evaluación para la colaboración entre diferentes profesionales en pol ticas victimales
12   Cfr  la teor a de la desconexión o desvinculación moral de Albert Bandura que permiten explicar la autojustificación de un trato no 
humano porque se obedece a otros intereses o no se tiene competencia o responsabilidad  o se sigue un protocolo
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ción de justicia; derecho de indemnización; derecho a la protección de la vida privada y familiar; derecho a 
la protección de la dignidad y de la seguridad; derecho a la información; formación específica de personas 
encargadas de la asistencia a las víctimas de actos terroristas; derecho a la verdad; derecho a la memoria; 
y protección reforzada. En la disposición adicional sexta de la Ley española 29/2011, de 22 de septiembre, 
de reconocimiento y protección integral a las víctimas del terrorismo, se indica que el Gobierno apoyará e 
impulsará la aprobación de esta Carta. Según el art. 67 del Reglamento 67/2013 por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y protección integral a las víctimas 
del terrorismo: “En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este Reglamento, el Ministerio del 
Interior, en colaboración con las asociaciones más representativas del colectivo de víctimas del terrorismo, 
elaborará un borrador de Carta Europea de Derechos de las víctimas del terrorismo, que será elevado a la 
Comisión Europea, al efecto de que sirva como base para el estudio y la aprobación de una Carta Europea 
de Derechos de las Víctimas del Terrorismo”.

“A mí sí me preocupa la impunidad histórica, qué se va a contar 
dentro de unos años, qué se va a enseñar en los colegios. 
Tiene que quedar claro que fue un error y un horror y que 

hay sectores de la sociedad y partidos que tienen su parte de 
responsabilidad … ” (E 2012)

Según indica Hill (2009, 125), desde una perspectiva clínica, la muerte, lesión, amenaza, coacción, etc. 
sería una conducta similar en diferentes delitos, independientemente de la motivación del autor o de otros 
elementos influyentes. Sin embargo, también se señala que utilizar la violencia, eliminando o queriendo 
amedrentar a conciudadanos, para conseguir ciertos fines políticos puede ocasionar un sufrimiento 
adicional (Herek et al. 1999; McDevitt et al. 2001). En opinión de Shichor (2007), cuando se trata de ata-
ques indiscriminados que afectan a menores y civiles, la sociedad quizá se sienta más compelida a apoyar 
a las víctimas por considerarlas especialmente vulnerables. En todo caso, esa misma percepción de vul-
nerabilidad, que rompe con los esquemas de vida normales de las víctimas, puede ocasionar sentimientos 
de impotencia y falta de control de sus vidas que dificultan su recuperación. Habría que añadir, en el caso 
del País Vasco, que determinados segmentos de la población, aunque fueran minoritarios, consideraban 
incluso a los menores y civiles daños colaterales del conflicto y no verdaderas víctimas, o no tuvieron la 
misma consideración respecto de víctimas distintas de ETA. En definitiva, las personas que atienden a las 
víctimas deben ayudarlas en sus preguntas sobre por qué alguien ha querido provocarles tanto daño por 
una causa política. Si bien puede explicarse como un sinsentido, ellas deberán integrar esa vivencia en 
sus vidas para poder recuperarse y las personas que les atienden deben actuar reconociendo la injusticia 
sufrida y reafirmando el apoyo de la sociedad.

“Lo de los homenajes es contradictorio. Por una parte, lo 
agradeces, por otra lo pasas mal... Cuando se lo comento a mis 

hijos, ellos lo ven de otra manera, me dicen que su padre se 
merecía eso y más y ellos están dispuestos a ir. Recientemente 
fuimos a un homenaje muy bonito, en su propia ciudad, un acto 

hecho con muchísima humanidad” (E 2012)
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La vulnerabilidad de las víctimas del terrorismo reside en que este tipo de delito es particularmente 
grave por suponer un ataque totalitario contra el sistema democrático13. Este significado político junto 
con las modalidades con que se lleva a cabo haría surgir necesidades cuya relevancia justificaría un trata-
miento específico, sin perjuicio del debate sobre qué tipo de tratamiento14. La regulación internacional e in-
terna han recogido esta idea, fundamentalmente tras el 11-S, pero solo en fechas recientes se ha estudiado 
su fundamento empírico (Letschert 2010) y normativo (Albrecht y Kilchling 2010), sin llegar a conclusiones 
definitivas, si bien la mayor parte de los estudios concluyen con propuestas de políticas victimales más 
centradas en dichas necesidades (Lynch et al. 2014). 

“Personalmente nadie me ha ayudado ni me ha apoyado en 
nada desde que ocurrió el atentado, a excepción de mi familia 
y amigos cercanos. Creo que ser víctima del terrorismo en el 
País Vasco condiciona tu vida hasta tal punto que no cuentas 
a nadie lo ocurrido y lo haces casi invisible a la sociedad. No 

existe respeto hacia nosotros y eso lo ves, lo sientes y lo vives 
cada día de tu vida cuando ves manifestaciones, carteles, 

opiniones... ” (RC84 2013)

Como ya se ha indicado y se aludirá de forma general en el epígrafe 2, en diferentes normas de las Nacio-
nes Unidas15, el Consejo de Europa y la Unión Europea se hace mención al sufrimiento de las víctimas del 
terrorismo y sus familiares y a la obligación de solidaridad que genera (Albrecht y Kilchling 2010). 

En el ámbito de la Unión Europea16, en la Decisión marco 2002/475/JAI, sobre la lucha contra el terrorismo, 
de 13 de junio de 2002, se recoge el concepto de víctima directa e indirecta (fundamentalmente familiares). 
En línea con la Decisión marco de 2002, en la Directiva 2012/29/UE, sobre derechos de las víctimas del 
delito en general, se cataloga a las víctimas del terrorismo como víctimas vulnerables y, por tanto, requieren 
una protección especial.

En el Consejo de Europa, en las Líneas directrices sobre la protección de las víctimas de actos terroristas, 
de 2 de marzo de 2005 se recoge como premisa la necesidad de atención específica en los planos procesal, 
psicológico y social, como lo hace más tarde, con mención concreta a las víctimas del terrorismo, la Reco-
mendación (2006) 8 sobre Asistencia a las Víctimas de Delitos. 

Por su parte, en el Preámbulo del Convenio nº 196 del Consejo de Europa para la Prevención del Terro-
rismo, de 16 de mayo de 2005, se afirma que los miembros del Consejo de Europa son conscientes de la 
“situación precaria a la que deben enfrentarse las víctimas del terrorismo” y, por ello, “reafirman su profunda 
solidaridad con las víctimas del terrorismo y sus familias”.

Por tanto, las normas internacionales –de las que se ha hecho eco también nuestro Derecho interno- ya 
recogen normas específicas en el trato con víctimas del terrorismo. Sin embargo, la cuestión sobre la exis-
tencia de diferencias que justifiquen un tratamiento específico de las víctimas del terrorismo se encuentra 
en el debate público y político victimal, particularmente cuando algunos colectivos de víctimas de otros 
delitos graves indican que se sienten discriminados. En todo caso, una cosa es la regulación específica de 
un estatuto procesal y extraprocesal de las víctimas del terrorismo y otra su cumplimiento y percepción de 
utilidad por parte de las propias víctimas (Letschert y Rijken 2013).

En el plano académico victimológico, se señala el alto número de víctimas indirectas y el mayor riesgo 
de victimización secundaria que provoca la violencia terrorista. Suele distinguirse entre victimizaciones 

13   Llegando incluso a conceptuarlo como un crimen contra la humanidad (Fernández de Casadevante 2013)
14   Una legislación espec fica  un protocolo diferente  unos servicios especializados  etc  Cfr  el concepto de macro v ctimas de Antonio 
Beristain (2007)
15   Vid  en particular  UNODC (2011)
16   Comenzamos por este ámbito siguiendo un criterio cronológico en la promulgación de las normas
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individuales o de varias personas y victimizaciones en masa. Este criterio no pondría tanto el acento en el 
significado del acto terrorista y la naturaleza de las necesidades de las víctimas (Letschert, Staiger & Pem-
berton 2010), sino en sus consecuencias y el carácter más inmediato y colectivo de dichas necesidades17. 

En un estudio europeo, publicado en 2008, se analiza en qué medida las víctimas del terrorismo tienen ne-
cesidades adicionales o más profundas que otras víctimas y en qué medida dichas necesidades requieren 
esfuerzos adicionales para ser cubiertas. Así se comparan las necesidades (jurídicas y psicosociales) de las 
víctimas del terrorismo, identificadas en diversos trabajos empíricos, con la del resto de víctimas de delitos. 
Se concluye que, en general, las necesidades son similares en víctimas de delitos graves, pero se aprecian 
diferencias en el grado o las posibilidades de ejercer sus derechos para cubrir dichas necesidades, teniendo 
más dificultades algunas víctimas del terrorismo (VV. AA. 2008, 5)18. 

Si nos centramos en la CAPV, a la vista de los resultados de nuestros estudios con víctimas del terrorismo 
(de la Cuesta 2014), podemos afirmar que las necesidades de las víctimas del terrorismo:

a) son distintas, en particular, ante una mayor victimización secundaria por el abandono social e institu-
cional sufrido,

b) algunas victimizaciones son más intensas, ante el apoyo social de una minoría a los delitos de terrorismo 
o la falta de reconocimiento de su condición de víctimas y

c) requieren, por tanto, políticas victimales específicas.

Además, un estudio centrado en las víctimas del terrorismo tiene fundamento simplemente porque las vícti-
mas y los procesos de victimización han sido los grandes olvidados en la literatura científica sobre el terro-
rismo (Lynch y Argomaniz 2014) y es necesario arrojar luz sobre ellos para desechar prejuicios y creencias 
erróneas respecto de la intervención con víctimas.

“Las víctimas pueden aportar mucho en la superación de la 
etapa terroristas con charlas, actos... Deben completarse 

algunas lagunas de información de los medios y añadir el factor 
humano, más que político” (RC4 2013)

-“Todas las iniciativas que se están llevando a cabo por todas las 
instituciones, tanto nacionales como autonómicas, pivotan sobre 
conceptos ajenos a la deslegitimación del terrorismo … , esto es, 
pivotan sobre los conceptos de reconciliación, convivencia, paz, 

derechos humanos, reconocimiento/reparación de las víctimas de 
todo tipo de violencia, etc. ...” (RC74 2013)

2. Fundamento normativo 
2.1. Normativa internacional general sobre víctimas y su recepción interna

Son tres los documentos normativos fundamentales en esta materia19. Si bien tienen carácter general para 
todo tipo de víctimas (de cualquier delito), para los objetivos propuestos en el presente estudio resultan 
más relevantes que la normativa internacional específica sobre víctimas del terrorismo. Ello es así porque lo 
hacen con una mayor concreción respecto del conjunto de obligaciones generadas para todos los servicios 
en contacto con ellas.

17   Se observa una evolución en la conceptualización de la vulnerabilidad victimal desde el punto de vista del infractor al de la v ctima  
distinguiendo la Directiva 2012/29/UE entre v ctimas per se (por ejemplo  los menores) o potencialmente vulnerables (Subijana 2014)  En 
estas últimas entrar an las v ctimas del terrorismo  de trata  de violencia de género  etc
18   Sin embargo  no existen estudios emp ricos sólidos que hayan comparado las necesidades de las v ctimas del terrorismo respecto de 
las de otras v ctimas de delitos graves
19   Toda la normativa internacional considerada como fundamento jur dico de la presente gu a puede verse en anexo  donde se detallan 
las normas espec ficas sobre v ctimas del terrorismo
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1) La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las víctimas de delitos y 
de abuso de poder, aprobada como Anexo de la Resolución 40/34 por la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas, en 1985, y desarrollada en dos Manuales de 1999 de la misma 
organización, actualmente en revisión. Existe un proyecto para convertir esta Declaración en Convenio con 
fuerza vinculante, una vez ratificado por los Estados, si bien aún no ha logrado el consenso internacional 
necesario para su elaboración y aprobación.

Se trata de la norma más importante y completa sobre los derechos de las víctimas de los delitos y de abuso del 
poder. Aunque la Declaración no constituye una norma jurídicamente vinculante, ha inspirado avances legisla-
tivos internacionales e internos respecto de los derechos de las víctimas y las obligaciones de las instituciones.

2) La Recomendación Rec (2006) 8 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre asistencia 
a víctimas del delito, adoptada el 14 de junio de 2006. En esta Recomendación se invita a los Estados 
miembros a que su legislación recoja el enfoque de derechos humanos para las víctimas del delito y abar-
que servicios relativos a la administración de justicia, salud, seguridad social, vivienda, educación y empleo, 
entre otros. También incide en la concienciación social sobre los efectos de la victimización y en la necesi-
dad de promover la investigación victimológica.

3) La Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que 
se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de de-
litos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo. Si bien se ciñe básicamente a 
los procesos penales, contiene normas que para su correcta aplicación implican aspectos extraprocesales. 
En particular, incide en el trato personalizado e individualizado a las víctimas, así como en la formación de 
todas las personas que traten con ellas. Los Estados tienen la obligación de transponer la Directiva antes 
del 16 de noviembre de 2015, de manera que, si no lo hacen en dicho plazo, los ciudadanos podrían invo-
carla ante los tribunales. 

La Resolución del Consejo sobre un mapa para fortalecer los derechos y protección de las víctimas, en 
particular en los procesos penales (Budapest roadmap), prevé la elaboración de otras normas europeas 
para facilitar la aplicación de la Directiva. En esta Resolución se incide en la necesidad de diseñar procedi-
mientos y estructuras para prevenir la victimización secundaria y reiterada.

En el libro de Estévez et al. (2013, 21) se argumenta que “el contenido de los derechos no es el bien que 
pretende proteger o proporcionar por medio de ellos, sino los deberes de los demás sujetos de respetar o 
proporcionar este bien”. Por tanto, los derechos están vacíos de contenido, son mera formalidad, si no se 
relacionan con el deber de garantizarlos, de hacer posible su exigibilidad en cada contexto. En opinión de 
Daza (2014) esto es lo que ha sucedido con la Directiva 2012/29/UE: “salvo en casos muy limitados, aun 
siendo posible la adopción de medidas protectoras de sus derechos, su exigibilidad no es clara, es decir, no 
están claramente establecidas las garantías necesarias (los deberes de los poderes estatales) para hacer 
dichos derechos efectivos, sino que en demasiadas ocasiones quedan sometidas al arbitrio de aquellos”. 
Esta idea se relaciona con la cita introductoria de Ordine. No tanto en el sentido del mercado económico 
o financiero, si bien obviamente la positivización de determinados derechos –particularmente los sociales, 
económicos y culturales, en cuanto a la extensión de sus titulares o beneficiarios y el contenido de los 
mismos- depende en gran parte de la coyuntura presupuestaria, sino en el sentido de mercado mediático, 
político o legislativo: es decir, la oferta y la demanda de los intereses más visibles en estos espacios.

La Ley del Estatuto de la Víctima, aprobada por el pleno del Congreso de los Diputados el 16 de abril de 
2015, supone la primera norma española que recoge de forma conjunta los derechos procesales y extra-
procesales de las víctimas de delitos (Ordeñana 2014; Gómez Colomer 2014). Constituye el instrumento a 
través del cual se transpone la Directiva 2012/29/UE20. Daza (2014) también critica que, en la Exposición 
de Motivos, “ni mencione la necesidad de escuchar a las víctimas para evaluar su concreta situación, los 
daños causados por el delito y sus necesidades derivadas de ello. Cabe temer que la evaluación individual 
se traduzca en examinar a las víctimas, etiquetarlas y protocolizar las respuestas (sin que la crítica signifi-
que negar en absoluto la importante utilidad de instrucciones y protocolos, siempre y cuando se respalden 
con el convencimiento de los responsables de su aplicación en la necesidad de llevarla a cabo y con la 
formación necesaria para hacerlo)”. Más adelante Daza (2014) indica: “El art. 31 prevé la aprobación de 
Protocolos de actuación para la protección de las víctimas por el Gobierno, por medio del Ministerio del 
Interior, y las Comunidades Autónomas, esto es, desde arriba, cuando tenemos experiencias de muchos 
años, que demuestran que para la efectividad de cualquier protocolo, para lograr su viabilidad y efectiva 
implementación, es precisa la implicación y la participación, desde abajo, en su elaboración, difusión y apli-
cación, involucrando a quienes tienen conocimiento directo de las realidades a que habrá de aplicarse y la 
responsabilidad de aplicarlo”.

20   Véase en anexo un cuadro comparativo sobre los derechos y obligaciones recogidos en la Directiva y la Ley de 2015
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Por otra parte, esta autora indica la necesidad de distinguir entre los destinatarios de los derechos 
procesales, las ayudas económicas y los servicios de atención o apoyo informativo y psicosocial. 
Desde una perspectiva de Trabajo Social, Caravaca (2015) diferencia las víctimas de los delitos como su-
jetos de derechos y como sujetos de intervención social. Desde una perspectiva más jurídica, Daza (2014) 
aborda un enfoque de derechos humanos para evitar una visión asistencial, incidiendo en la teoría del pen-
samiento complejo que fomente la percepción de lo global, de la responsabilidad y la solidaridad.

2. 1. 1 Algunas consideraciones comparadas: sobre declaraciones de derechos, su vinculación 
juridíca y su aplicación práctica
El debate anterior también se ha dado en otros países. Si bien el sistema del common-law del ámbito 
anglosajón difiere del nuestro, y además en el caso español contamos con mayores previsiones norma-
tivas de participación de la víctima en el proceso penal, en comparación con otros sistemas procesales 
continentales, nos parece relevante continuar con la argumentación de los párrafos anteriores mediante 
tres breves ejemplos anglosajones de estatuto de la víctima del delito.

El ejemplo canadiense resulta interesante ya que existe un Defensor del Pueblo o Ombudsman es-
pecífico para las víctimas en el ámbito federal (http://www.victimsfirst.gc.ca). Esta institución vela por la 
aplicación de los principios recogidos en el Canadian Statement of Basic Principles of Justice for Victims 
of Crime. En 1988, las autoridades federales y territoriales responsables en temas de justicia aprobaron 
la Declaración canadiense sobre las víctimas, con base en la Resolución de las Naciones Unidas de 
1985. Esta Declaración fue modificada en 2003. En el ámbito federal, la propuesta de un estatuto para 
las víctimas en 2013 fue criticada por su falta de vinculación jurídica que permitiera alegar los derechos 
recogidos (de información, protección, participación y reparación) en los tribunales (Perrin 2014).

En el Reino Unido puede aludirse a la propuesta de Code of Practice for Victims of Crime de 2013 del 
Ministerio de Justicia del Reino Unido, si bien el Ombudsman británico también ha criticado su falta de 
conocimiento entre los profesionales y la falta de claridad respecto de las obligaciones que puede gene-
rar y los procesos para poder realizar reclamaciones21.

En los Estados Unidos, en la primera página de las Líneas directrices de asistencia a las víctimas y los 
testigos del Fiscal General (U.S. Department of Justice 2011) se indica que el uso en ellas del término 
“deberán” (shall) implica que dicha obligación es vinculante, si bien puede existir una cierta discreciona-
lidad a la hora de interpretar cómo cumplir mejor las directrices. En contraste, el uso del término “debe-
rían” (should) supone que se espera que actúen o proporcionen el servicio descrito, a no ser que exista 
una razón para no hacerlo. Si se utiliza la expresión “podrán” (may), el personal al que vaya dirigida 
esa directriz podrá decidir si aplicarla o no y, en su caso, cómo hacerlo. Finalmente, se aclara que las 
expresiones “se les insta” o “hacer esfuerzos razonables” conservan su significado usual.

Por otra parte, en dichas líneas directrices se diferencia entre derechos y servicios, de manera que una 
víctima puede tener acceso a determinados servicios pero a no a ciertos derechos exigibles ante los 
tribunales. La Ley de Derechos de las Víctimas de Delitos (Crime Victims’ Rights Act –CVRA- de 2006, 
modificada en 2009) reconoce ciertos derechos a las víctimas en casos penales que pueden ser invoca-
dos en tribunales federales. Estos derechos deben diferenciarse de los servicios para las víctimas, reco-
gidos en la Ley de Derechos y Reparación a las Víctimas (Victims’ Rights and Restitution Act –VRRA- de 
2006), que obliga a determinados funcionarios a proporcionar ciertos servicios a las víctimas del delito 
desde el comienzo de la investigación penal. En todo caso, se percibe cierto solapamiento entre el con-
cepto de derechos y servicios y diferencias en el reconocimiento de quién es víctima.

2.2. Normativa interna sobre víctimas del terrorismo

Dentro del proceso de especificación de los derechos humanos y en relación con el contexto de cada país, 
España posee una legislación específica avanzada en materia de víctimas del terrorismo que les reconoce 
una serie de derechos y expectativas (Varona et al. 2009), aunque queda camino por recorrer en cuanto a 
la adecuación de su contenido y su efectiva aplicación. De forma general, pueden citarse:

A) La Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del 
Terrorismo. 

21   Véanse sus observaciones y recomendaciones en http //www ombudsman org uk/ data/assets/pdf file/0003/20919/2013 05 10
Letter Victims Code Consultation mproving the Code pdf
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En el art. 2 del Decreto 290/2010, de 9 de noviembre, de desarrollo del sistema de asistencia integral a las 
víctimas del terrorismo del Gobierno Vasco se recogen los siguientes principios de actuación: 

1. La aplicación del sistema de asistencia integral atenderá prioritariamente a los siguientes principios y 
finalidades de conformidad con el artículo 5.2 de la Ley 4/2008, de 19 de junio:

a.	 Procurar, en la medida de lo posible, la devolución a la víctima a la situación anterior a la provo-
cación del daño.

b.	 Favorecer el restablecimiento de la libertad, identidad, vida familiar, social y política de la víctima.

c.	 Promover el regreso de la víctima a su lugar de residencia y la reincorporación a su empleo en 
condiciones adecuadas o, en su caso, el cambio de residencia y una política favorable a su inte-
gración laboral.

d.	 Garantizar la accesibilidad a las prestaciones del sistema de protección y asistencia con la máxima 
celeridad requerida por la situación de la víctima.

e.	 Atender a los distintos ámbitos que afectan a la vida cotidiana de la víctima, para la creación de 
condiciones de bienestar que palien el daño ocasionado por el acto terrorista en estos ámbitos.

2. La instrucción y resolución de los procedimientos estará presidida por los principios siguientes:

a.	 Principio de trato favorable a las víctimas, teniendo en cuenta la especial situación de vulnerabi-
lidad y desigualdad en que puedan encontrarse, procurando que el procedimiento no dé lugar a 
nuevos procesos traumáticos.

b.	 Principio de celeridad, evitando trámites formales que alarguen o dificulten el reconocimiento de 
las ayudas o prestaciones. En este sentido, no se requerirá aportación documental al interesado 
para probar hechos notorios o circunstancias cuya acreditación conste en los archivos o antece-
dentes de la administración actuante.

c.	 Principio de inmediación, para lo cual se procurará que la Dirección de Atención a las Víctimas del 
Terrorismo constituya el cauce preferente de relación directa con las víctimas, de presentación de 
solicitudes y de intermediación con las instituciones gestoras de las distintas prestaciones y ayu-
das, que contempla el presente Decreto.

d.	 Principio de colaboración interinstitucional y lealtad institucional.

Tanto la normativa española como vasca, según se puso de relieve en un estudio anterior (de la Cuesta 
2014), recogen la necesidad de un trato participativo, personalizado y/o individualizado de las diferentes 
administraciones que tratan con las víctimas del terrorismo.

“Me reconfortan las muestras de cariño y gratitud que han 
tenido las instituciones y que la muerte de mi hijo no quede en 

el olvido” (RC95 2013).

En definitiva, de los argumentos expuestos a lo largo de este capítulo, tanto de carácter victimológico como 
normativo, se deriva la pertinencia de elaborar una guía de buenas prácticas en el trato con víctimas del 
terrorismo. Su objetivo final es la evitación de la victimización secundaria y la atención a las particularidades 
de la victimización terrorista. 
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III. ¿Quiénes son víctimas y qué significa 
ser víctima?

		   “Ninguna víctima puede ser reducida a su sufrimiento” (Arias 2012, 29)

Las víctimas del terrorismo son aquellas personas que han sufrido un delito de terrorismo22. El concepto de 
víctima se ha convertido en un término valorativo y no meramente descriptivo. Quizá no pueda librarse de 
su origen etimológico (Tamarit 2013). En todo caso, desde un punto de vista científico, su uso obedece al 
intento de sistematizar el conocimiento y explicar la realidad compleja, partiendo de que ser víctima no es 
una barrera entre seres humanos, sino, al contrario, afecta a la humanidad compartida por todos, incluso 
por aquellos que pueden negarla23.

“No fuimos reconocidos hasta cinco años más tarde, lo que nos 
victimizó aún más” (GDH 2013)

1. Concepto jurídico
1.1. Inclusiones y exclusiones en la normativa general sobre víctimas

Tradicionalmente en el Derecho penal la víctima se define como el sujeto pasivo o la persona sobre quien 
recae la acción criminal o sufre las consecuencias nocivas de dicha acción en sí misma, en sus bienes o en 
sus derechos. En la normativa específica sobre distintos tipos de víctimas se establecen los requisitos para 
el reconocimiento de la condición de víctima, de cara a la titularidad de ciertos derechos y/o prestaciones.

En el ámbito penal y procesal se habla de un proceso de “renacimiento” de la víctima en la esfera de la 
justicia penal. Algunos autores observan aquí el riesgo de un choque de derechos entre víctimas e infracto-
res, sin embargo, las colisiones entre derechos se producen independientemente de la intervención de las 
víctimas y suponen algo cotidiano en el ámbito social y jurídico que debe resolverse conforme a la cultura y 
las reglas de un Estado democrático de Derecho.

A continuación se reproduce textualmente la definición de víctima recogida en los dos textos normativos 
internacionales más relevantes en la materia y en la Ley española del Estatuto de la víctima.

RESOLUCIÓN 40/34 DE 1985 de LA ASAMBLEA GENERAL DE LA ONU que aprueba la Declaración 
sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y de abuso de poder: 

A. Las víctimas de delitos 

1. Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, in-
clusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial 
de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación 
penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. 

2. Podrá considerarse “víctima” a una persona, con arreglo a la presente Declaración, independien-
temente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e independientemente 
de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión “víctima” se incluye además, 
en su caso, a los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa 

22   Véase la segunda nota a pie de este trabajo
23   Este apartado recoge diversas reflexiones realizadas dentro del V Encuentro en Homenaje a Antonio Beristain  organizado por el 
VAC/KRE  el 27 de noviembre de 2014 (Varona 2014)
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víctimas indirectas de otros delitos que no sean asesinatos o secuestros, sin perjuicio de que la legislación 
específica en materia de víctimas del terrorismo pueda ser más favorable.

1.2. Consideración particular de la normativa española y vasca específicas sobre vícti-
mas del terrorismo

1.2.1. Normativa española

En la normativa española se diferencia entre destinatarios generales (art. 3 de la Ley 29/2011)24 y titu-
lares de los derechos y prestaciones que regula la ley (art. 4), en cuyo art. 14 se realizan una serie de 
delimitaciones. El art. 5 alude a las personas amenazadas como “objetos de especial atención”25.

Según se detalla en la web del Ministerio del Interior26, pueden diferenciarse los requisitos que han de 
reunirse para el reconocimiento de las ayudas y prestaciones ordinarias y la regulación relativa a las 
ayudas extraordinarias. Además, dado su interés para la presente guía, mencionaremos el programa de 
atención domiciliaria. 

1) Requisitos para el reconocimiento de las ayudas y prestaciones ordinarias:

Cuando en virtud de sentencia firme, se les hubiere reconocido el derecho a ser indemnizados en 
concepto de responsabilidad civil por los hechos y daños contemplados en la ley.

Cuando, sin mediar tal sentencia, se hubiesen llevado a cabo las oportunas diligencias judiciales 
o incoado los procesos penales para el enjuiciamiento de los delitos. En estos casos, la condición 
de víctima o derechohabiente, la entidad de los daños sufridos, la naturaleza de los actos o hechos 
causantes y los demás requisitos legalmente exigidos podrán acreditarse ante el órgano competente 
de la Administración General del Estado por cualquier medio de prueba admisible en derecho.

2) En cuanto a las ayudas extraordinarias y ayudas a personas amenazadas, siendo compatibles 
con las ayudas ordinarias:

El Ministerio del Interior podrá conceder ayudas extraordinarias para paliar situaciones de necesidad 
personal o familiar plena o insuficientemente cubiertas por el régimen de ayudas e indemnizaciones 
ordinarias, en los siguientes casos:

En los supuestos de daños personales, las ayudas podrán cubrir necesidades sociales, sanitarias, 
psicológicas o educativas.

En los supuestos de daños materiales, las ayudas podrán cubrir la adaptación o cambio de vivienda 
cuando las secuelas del atentado terrorista así lo exijan, así como aquellas otras necesidades per-
sonales o familiares derivadas de la acción terrorista.

Podrán ser solicitadas por las víctimas o familiares que convivan con ellas, o bien ser promovidas de 
oficio por el Ministerio de Interior, en atención a la necesidad detectada.

Las personas que acrediten sufrir situaciones de amenazas o coacciones directas y reiteradas, pro-
cedentes de organizaciones terroristas, tendrán derecho a percibir ayudas extraordinarias que faci-
liten el traslado de localidad, abandono de vivienda, gastos de escolarización y otros que guarden 
relación con dicha situación.

3) Finalmente, como beneficiarios del programa de atención domiciliaria a víctimas del terro-
rismo, el folleto informativo del Ministerio del Interior indica lo siguiente:

24   En este art culo se define lo que se entiende por terrorismo  “Artículo 3  Destinatarios (cfr  art  2 de la ley vasca 4/2008)
La presente Ley será de aplicación  a quienes sufran la acción terrorista  definida esta como la llevada a cabo por personas integradas 
en organizaciones o grupos criminales que tengan por finalidad o por objeto subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz 
pública
Será aplicable igualmente  a las v ctimas de los actos dirigidos a alcanzar los fines señalados en el párrafo precedente aun cuando sus 
responsables no sean personas integradas en dichas organizaciones o grupos criminales
Art culo 3 bis  Requisitos para el reconocimiento de las ayudas y prestaciones previstas en la ley  (Añadido por la Ley 2/2012  de 29 de 
junio y modificado por la Ley 17/2012  de 27 de diciembre)
1  Serán destinatarios de las ayudas y prestaciones reguladas en la presente ley aquellas personas en las que concurra alguno de los 
dos siguientes supuestos
2  La concesión de las ayudas y prestaciones reconocidas en la presente ley se someterá a los principios que  para ser indemnizadas  se 
establecen en el Convenio Europeo sobre indemnización a las v ctimas de delitos violentos
La interpretación de esta última cláusula ha sido objeto de polémica en cuanto que ha permitido la exclusión del reconocimiento como 
v ctima a familiares de personas que se ha entendido relacionadas con las propias organizaciones terroristas
25   Véase también el Real Decreto 671/2013 donde se alude a los destinatarios de las ayudas  resarcimientos  indemnizaciones y 
condecoraciones (art  3 y  respecto de los amenazados  art  5)  haciendo mención de los titulares en los art  6 y siguientes
26   Vid  http //www interior gob es/web/servicios al ciudadano/ayudas/a victimas de actos terroristas/requisitos
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El programa tiene como destinatarios al colectivo de víctimas del terrorismo y a sus familias. En 
orden al establecimiento de una priorización en las visitas se tendrán en cuenta criterios tales 
como el grado de invalidez permanente que sufra la persona o el de la necesidad económica, 
social o familiar del individuo. Así, la intervención podría dar prioridad a los siguientes colectivos:

• Familiares de fallecidos.

• Grandes inválidos o incapacitados de carácter permanente.

• Otras víctimas directas o familiares, con especial necesidad social, económica, familiar o de 
otro tipo que aconseje la intervención social.

Se incluirá a aquellas víctimas y familiares que se encuadren en los casos anteriores y que ha-
yan sido derivadas por cualquier otra institución.

1.2.2. Normativa vasca

En el art. 2 de la ley 4/2008, sobre su ámbito de aplicación, se indica expresamente: “Los derechos y 
prestaciones reconocidos en esta ley alcanzan a las víctimas directas de las acciones terroristas y a sus 
familiares o allegados en los términos que se expresan en cada caso”.

Fuera de la normativa, resultan interesantes programas específicos, que deben ser evaluados exter-
namente a medio y largo plazo. Así, en mayo de 2014 el Programa Gertu (Refuerzo de la atención 
personalizada a las víctimas y de su participación), dentro del Plan de Paz y Convivencia 2013-2016 de 
la Secretaría General para la Paz y la Convivencia del Gobierno Vasco, está destinado a familiares de 
personas asesinadas y, según se indica en su documento explicativo, se centra en dos ejes: 

a) la atención (que permita escuchar, identificar y responder).

b) la participación (que permita ofrecer la grabación de su testimonio como parte de la construcción 
de la memoria dentro del futuro Instituto de la Memoria y la Convivencia).

Sus objetivos fundamentales son tres:

a) favorecer la cercanía entre víctimas, instituciones y sociedad; 

b) atender necesidades no cubiertas;

c) y promover el empoderamiento de las víctimas.

2. Concepto victimológico: la integración de sus dimensiones obje-
tivas y subjetivas
2.1. Suceso traumático

En este trabajo queremos ir más allá del concepto normativo de víctima. En una acepción amplia, algunos 
teóricos de la Victimología, como Dussich, entre otros, defienden -en línea con la autonomía de la disciplina- 
que víctima sería toda aquella persona que sufre un malestar emocional por un suceso traumático o por las 
consecuencias de una agresión injusta, intencionada o no, sea de carácter físico, material o emocional27. 
Un suceso traumático implica: 

a) un (evento) suceso o series de sucesos como grave daño y/o amenaza al bienestar físico y/o psicológico; 

b) una experiencia traumática ante el desequilibrio de poder que crea sentimientos de humillación, cul-
pa, vergüenza, traición, desconfianza, silencio, inseguridad…, los cuales dependen de los valores de la 
persona, de su edad, apoyos, etc.; y 

c) la producción de efectos adversos o secuelas (hipervigilancia, ansiedad, evitación, depresión…). 
En este sentido, como indica el Profesor Echeburúa, lo fundamental en el trauma es “la humillación, el 
desvalimiento y la quiebra de la sensación de seguridad” de forma intensa, incontrolada o inesperada, 
particularmente cuando se trata de un hecho intencionado de un ser humano contra otro ser humano. 

27   Adaptación del concepto empleado por el Prof  Echeburúa en las lecciones del Posgrado de V ctimas de Experiencias Traumáticas de 
la UPV/EHU  En la actualidad  desde una perspectiva filosófica  el Centro Superior de nvestigaciones Cient ficas desarrolla un proyecto 
de investigación sobre el concepto de v ctima y su sufrimiento  liderada por los investigadores José Antonio Zamora Zaragoza y Manuel 
Reyes Mate Rupérez  en el que participa el VAC/KRE
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“La experiencia de vivir el atentado terrorista que costó la vida 
de mi padre, puedo calificarla de devastadora. Personalmente, 
aunque sabíamos que era objetivo de los terroristas ... (además 
en aquellos años eran frecuentes los asesinatos, casi diarios) 
nunca es realmente tan terrible como cuando pasa. Supone 

un antes y un después en tu vida. Nada es ya igual y nunca lo 
volverá a ser. Es como si el resto de tu vida quedase empañado 

por un tinte de tristeza contra el que diariamente te esfuerzas 
por luchar y seguir adelante. Pasan los años y sigues luchando 
contra la desesperanza y tu vida sigue, pero la percepción de 
haberse cometido una terrible injusticia, un sinsentido y una 
soledad, te acompaña siempre. Yo siempre me imagino en el 
fondo de mi corazón una puerta que tengo cerrada y, de vez 
en cuando se abre, mostrando un horror, que me empeño 

tozudamente en volver a cerrar para poder seguir viviendo” (E 2012)

La Victimología ha puesto de relieve la evolución desde la instrumentalización e invisibilidad de las víctimas 
de los delitos a la reivindicación de sus necesidades, derechos y protagonismo. Esta evolución se explica 
en parte por la memoria del Holocausto y el activismo de los movimientos de las víctimas. En todo caso, 
existen evidencias de que el protagonismo del que se habla actualmente es más retórico que real. A ello 
puede contribuir una cierta manipulación que disfraza de protagonismo el uso político del sufrimiento.

Desde la Victimología también se ha abordado la adecuación del término “víctima”, en parte por el propio 
cuestionamiento de algunos colectivos de víctimas. Los términos jurídicos no satisfacen plenamente la 
realidad que quieren expresar algunas de ellas (dejando aparte los utilizados en el ámbito jurídico: sujeto 
pasivo, damnificado, perjudicado u ofendido). Tampoco resulta adecuado el uso del término “blanco o diana 
de la criminalidad” empleado en la Criminología ambiental actual. Algunas asociaciones de víctimas e inves-
tigadores se inclinan por el de “superviviente”. Por una parte se habla de supervivientes como las víctimas 
indirectas de personas fallecidas, pero también como término alternativo al de víctimas por considerarlo 
menos pasivo y estático respecto del fenómeno de la victimización. En este sentido, también hay expertos 
que lo circunscriben a haber logrado una cierta recuperación. A su vez, el término superviviente también es 
criticado como lo políticamente correcto en una cultura que nos dice que todo consiste en cambiar la actitud 
frente a lo que nos pasa, volviendo así, de algún modo, a culpabilizar a las víctimas y no poniendo el enfo-
que en las injusticias sociales y en la necesidad de un compromiso social y político. 

En este sentido, debe evitarse tanto la culpabilización de las víctimas como su idealización como si fuesen 
personas radicalmente distintas al resto de la sociedad. Tamarit (2013) advierte, entre otros, del riesgo de 
una visión de la condición de víctima (victimidad) como patología, dicotomía y de los efectos perversos de 
la politización y la diferenciación. 

Por todo lo anterior nos interesan las acepciones más amplías de víctima proporcionadas por la Victimolo-
gía. Resultan necesarias porque la victimización va más allá del delito y del proceso penal. Además, parti-
cularmente en victimizaciones terroristas estamos ante muchos hechos sin juicio o condena (por hechos no 
esclarecidos, prescritos, sin autor identificable responsable, etc.). Todo ello sin perjuicio de no crear falsas 
expectativas en las víctimas y aclarar los requisitos que deben reunir para su consideración como tales a 
efectos de determinadas normas que les garantizan derechos o les reconocen apoyo -que nunca satisfacen 
plenamente al colectivo de víctimas potenciales por su carácter general que no puede contemplar todos los 
supuestos posibles-.
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Como subrayan José Antonio Zamora y Manuel Reyes Mate, para la consideración social de víctima deben 
darse dos reconocimientos: 

a) el reconocimiento de un sufrimiento, que puede no darse si media lejanía (física o empática); 

b) el reconocimiento de su carácter intolerable. La víctima visibiliza la injusticia donde no hay justificación y exi-
ge reconocimiento en la humanidad compartida, no únicamente en la vivencia de su sufrimiento (Arias 2012).

“Los compañeros te culpan de lo que te pasa o te consideran 
imprudente… porque se tienen que justificar, a este le pasa y a 

mí no …” (PR 2011)

“Luego te culpabilizas de lo que pueda pasar a la familia” (PR 2011) 
“Algunos familiares, vecinos o compañeros también, a veces, 

te culpan de la amenaza o de lo que consideran imprudencia o 
atrevimiento” (PR 2011)

2.2. Victimización indirecta, múltiple y oculta y sus dimensiones objetivas y subjetivas

A lo largo de las páginas anteriores nos hemos referido a las víctimas directas o indirectas. Así lo reconoce 
la normativa aludida, si bien con un carácter restrictivo. A continuación, aclararemos este concepto así como 
otros que pueden resultar relevantes en los procesos de victimización y sus efectos.

Victimización indirecta28: la victimización indirecta es aquella que recae sobre las personas que tienen 
una relación estrecha con la víctima directa, es decir, tiene que haber un vínculo, que puede ser tanto 
familiar como de afinidad o laboral, con la persona damnificada. En general, las leyes suelen establecer 
como víctimas indirectas, a efectos de reparación civil cuando fallece la víctima directa, a las parejas, hijos 
y padres de la víctima directa. También las personas que atienden a las víctimas (personal sanitario y de 
emergencias, policías, miembros de los servicios de atención a las víctimas, etcétera) pueden sufrir victi-
mización indirecta y, en delitos como el terrorismo, la sociedad en su conjunto puede considerarse como 
víctimas indirectas en lo que se conoce como procesos de victimización difusa.

“Fue como un tema tabú, quizá para proteger ... nunca hemos 
sabido el dolor que ha podido sentir ... cada uno lo hemos vivido 

de diferente manera, no sé por qué, si por la fuerza de cada 
uno, de todos los hermanos, solo una tuvo problemas graves..., 

de estar más muerta que viva ... Cada mente es un mundo 
... No tuvimos opción de ir a un psicólogo y muchas veces no 

decías nada por no hacer más daño ... Después de años, salen 
cosas ... cuando los expertos hablan de un plazo de meses para 

recuperarse, no creo que sea así” (GD3J 2013)

28   Estos términos  as  como el de victimización secundaria  han sido trabajados con los alumnos de Victimolog a del grado en 
Criminolog a de la UPV/EHU del curso 2014 2015  bajo la dirección de su Profesora Gema Varona  y se recogen en el Diccionario en l nea 
en construcción en la página web de la Sociedad Vasca de Victimolog a (http //www sociedadvascavictimologia org)
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Victimización múltiple y crónica: Por victimización múltiple (o polivictimización) se entiende que un suje-
to, que ha sido víctima de alguna infracción penal, lo ha sido en más de una ocasión, ya sea por el mismo 
tipo de infracción u otra, durante un período concreto o a lo largo de toda su vida. Por victimización crónica 
(o victimización reiterada o revictimización) se entiende una victimización múltiple, generalmente por una 
serie del mismo tipo de infracciones o infracciones relacionadas, en un periodo de tiempo extenso. Este se-
ría el caso de una víctima amenazada durante meses o años. Las investigaciones demuestran la incidencia 
significativa de diversas formas de victimización múltiple –particularmente en determinados segmentos de 
la población–, lo cual se relaciona con el concepto de concentración victimal.

Victimización oculta: por victimización oculta se entiende lo que en Criminología se denomina como “cam-
po oscuro’’, “cifra negra o gris’’, “criminalidad latente’’ o “delitos invisibles’’. Se define como los procesos de 
victimización que no se denuncian, no están esclarecidos o no quedan registrados en las estadísticas por 
diversas razones que pueden tener una mayor incidencia en los delitos de terrorismo fuera de los homici-
dios y heridas graves. Por tanto, en el estudio de la realidad estadística criminal y victimal debe partirse de 
este hecho para constatar que la suma de las partes nunca nos dará el total. Esta cifra negra varía según 
los factores y contextos que influyen en la victimización y la reacción a la misma, pero, siendo una realidad, 
las personas que trabajan con víctimas del terrorismo deben intentar que sus acciones lleguen también a 
las víctimas menos visibles.

Hay zonas de la realidad de la victimización que escapan al conocimiento jurídico y victimológico. La dimensión 
subjetiva también es conocimiento, conscientes de que las emociones y sentimientos, particularmente algunos 
de ellos, son más manipulables que los hechos o las definiciones jurídicas, también abiertas a la interpretación.

En Victimología nos interesa distinguir entre sus dimensiones objetivas y subjetivas. Dentro de las prime-
ras no nos referimos solo a los requisitos legales para ser reconocido como víctima, sino a la existencia de 
víctimas sin delitos (porque no están tipificados como tales en esa legislación) o sin infractores (porque no 
han podido ser identificados, detenidos, juzgados y/o condenados). Respecto de las dimensiones subjeti-
vas, la constatación empírica nos lleva a afirmar que muchos sucesos traumáticos no conllevan traumas o 
son superados; o que muchas víctimas no se perciben a sí mismas como tales. De forma interrelacionada, 
resulta vital en Victimología el estudio de las dimensiones sociales del concepto de víctima, es decir, cómo 
se construye culturalmente la noción de injusticia del sufrimiento respecto de los hechos delictivos y la res-
puesta solidaria ante distintas vulnerabilidades, fragilidades y precariedades humanas. 

El concepto actual de víctima es más complejo y rico que cuando nació la Victimología pero se enfrenta a 
un cuestionamiento bajo la pregunta de qué significa ser víctima y qué respuesta debe darse. La evolución 
del concepto pone de relieve que no debemos dar por hecho o por algo natural el reconocimiento del sufri-
miento y su carácter intolerable, sino que exige una educación y afirmación constantes. Como en la historia 
de los derechos humanos, estamos ante una historia de progresiva inclusión, pero también de olvidos y 
exclusiones intencionadas. 

El concepto de víctima no es una categoría ontológica para separar el mundo en buenos y malos, sino para 
reconocer, reparar y prevenir las injusticias, la deshumanización; para no justificar la injusticia y no negar 
la responsabilidad de quienes podían haber actuado de otra forma y de quienes tienen la capacidad u obli-
gación de reparar. 

“No quiero que mi hija viva condicionada por lo que me han 
hecho a mí, sí que sepa lo que pasó y cómo era su abuelo, una 
persona que disfrutaba de la vida. Creo que cuando cumpla 18 
años, las cosas estarán mucho mejor, espero. Veo una juventud 

mejor que la nuestra... Me costó mucho ir a las aulas, pero 
me resultó muy emocionante, profesores y alumnos también 
se emocionaron. Vieron el daño y que no era una persona 

vengativa” (E 20123)
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Sobre la educación y la ciudadanía, Martha Nussbaum (2001, 29) nos advierte: “Los ciudadanos democráti-
cos responsables que cultivan su humanidad necesitan la habilidad de contemplarse no simplemente como 
ciudadanos de alguna región local o de un grupo, sino también y sobre todo, como seres humanos unidos 
a todos los demás por lazos de reconocimiento y cuidado (concern) … Pero los ciudadanos no pueden 
reflexionar bien sobre la sola base del reconocimiento factual”. Es necesaria también lo que Nussbaum 
denomina la imaginación narrativa, “la capacidad de pensar cómo sería estar en el lugar de la otra persona 
y comprender las emociones, deseos y anhelos que alguien así pudiera experimentar”.

“Mis hijos no hablan mucho del tema. Ahí lo tienen. Son tan 
cabezones que me quieren proteger a mí no hablando del tema. 

También les resulta difícil hablar de ello con sus propios hijos, 
pero a mí me hace más daño no hablar del tema. No sé cómo 
estarán ellos, lo intuyo porque soy su madre. Ahora están a la 
expectativa. A los pocos día de matar a su padre, uno me dijo: 

‘es cierto, nos han arruinado la vida, el día que me case, lo voy a 
pasar mal, y el día que tenga mi propio hijo, va a ser espantoso, 

pero nosotros tenemos nuestra vida por delante..., aunque 
nunca nos vamos a quitar esto que tenemos encima, pero a la 
que realmente le han partido la vida, es a ti’. Es verdad. Me he 

quedado sola, mis nietos me han dado muchísima alegría, tengo 
una relación muy especial, pero hay momentos en que lo paso 
muy mal..., pienso: ¿por qué su abuelo ha tenido que perderse 
a sus nietos? Era una persona tan positiva, tan cariñosa, tan 

especial ... ¡cómo habría sido con sus nietos!, se habría tirado al 
suelo a jugar y a reír...”(E 2012)

 

Resulta también interesante la problematización del concepto de “necesidades” de las víctimas (González 
1989; Larrauri 1993) y, en concreto de las víctimas de terrorismo (Pemberton 2010). Según se ha indicado 
anteriormente, la mayor parte de dichas necesidades parecen haber sido recogidas en derechos, más o 
menos programáticos. En opinión de Simmonds (2009) la demanda de atender las necesidades de las 
víctimas puede resultar problemática dentro de políticas sociales con restricciones presupuestarias.

“El apoyo dentro de cada partido e institución, depende la 
persona a la que te encuentres”(PR 2011)

 

Considerando la diversidad de las experiencias de victimización, en sus dimensiones objetivas y subjetivas, 
las personas que intervienen con víctimas del terrorismo deben evaluar si necesitan una intervención 
inmediata, apoyo judicial, material, social, apoyo emocional a corto plazo, información, apoyo en integrar 
esa vivencia en su vida o ayuda en el proceso de duelo o pérdida (Hill 2009, 139). La integración implica que 
la víctima pueda construir una narración de lo que le ha pasado para dotarle de significado y poder expresar 
sus emociones de forma abierta. Cuando nos encontramos con menores víctimas del terrorismo, el momen-
to de su desarrollo y el papel de su cuidador resultan fundamentales. Hill también recalca la importancia de 
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la historia previa de las víctimas ya que la vivencia de otras situaciones traumáticas o problemas de diversa 
índole pueden afectar las reacciones ante la victimización (2009). En este sentido, las personas que tra-
bajan con las víctimas deben ayudarlas a identificar los elementos que pueden facilitarles enfrentarse a la 
situación y proporcionar información y ayuda a la propia red de apoyo de la víctima.

“Las victimas quedan mal, son 33 años y todavía me viene su 
imagen (es hija) en la camilla, lo he pasado fatal, con insomnio y 
todavía tengo insomnio, siempre queda una mancha en la familia, 

al memorizarlo; la imagen del hospital no se va”(1IVAC-I 2013)

 

2.3. Algunos efectos de la victimización terrorista

“El dolor psíquico ha generado enfermedades 
físicas en muchos familiares”(GD3J 2013)

 

Aunque nos remitimos a textos más consistentes en la materia (Zapardiel y Balanzat 2009), siguiendo a Hill 
(2009)29, queremos ofrecer una visión panorámica que debe ampliarse con una formación específica para 
las personas que trabajan con víctimas del terrorismo.

En primer lugar, debe reiterarse que cada persona experimenta la victimización de una forma distinta y sus 
efectos a lo largo del tiempo pueden ser diversos e intermitentes (Danieli et al. 2004), incluso dentro de una 
misma familia. Como explica Hill (2009, 125), muchas víctimas del terrorismo pueden sentir una angustia 
inicial (Lahad 2005; Schlenger 2004), sin llegar a desarrollar problemas psicológicos mayores (Fredrickson 
et al. 2003; Friedman 2005; Galili-Weisstub and Benarroch 2004). En todo caso, hay muchas personas que 
no son conscientes de sus problemas, no saben muy bien a quién acudir, o no quieren recurrir a nadie que 
les ayude porque creen que podrán superarlo con sus propios recursos (Vardi 2005).

“No he podido hablar en mucho tiempo, ahora sí”(GD3J 2013)

 

2.3.1. Ansiedad, inseguridad y estrés 

Según nos indica Hill (2009, 126), el efecto más investigado en la victimización terrorista son los sín-
tomas de estrés que pueden ir de leves a muy graves (trastorno de estrés agudo y trastorno de estrés 
postraumático) (Amsel et al. 2005; Courtois 2004; Friedman 2005; Hall et al. 2004; Jehel and Brunet 
2004; Khaled 2004; Neria et al. 2006; Office for Victims of Crime 2005; Ohtani et al. 2004; Pat-Horenczyk 
2004; Pfefferbaum, et al. 2004; Silver et al. 2004; SAMHSA 2004; Somasundaram 2004). Las personas 
que desarrollan estrés agudo tienen más probabilidades de sufrir un trastorno de estrés postraumático, 
si bien la mayor parte del conjunto de las víctimas del terrorismo, según diversos estudios, no lo llegarán 
a sufrir (Kutz and Dekel 2006), aunque las probabilidades aumentan cuando:

a) estamos ante un terrorismo prolongado en el tiempo (Jehel and Brunet 2004; Khaled 2004), 

b) la victimización afecta de forma intensa a su vida cotidiana (si han sufrido el ataque directamente 

29   Dado su interés  reproducimos las citas que utiliza este autor
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o su vivienda o lugar de trabajo ha sido dañado, o si la comunidad donde residen no les reconoce 
como víctimas) (Neria and Litz 2004)

c) no se cuenta con recursos de apoyo (algunas mujeres, personas sin pareja o familia, de origen 
inmigrante, sin trabajo, con problemas de salud, etc.) (Neria et al. 2006; Muldoon y Downes 2007). 

Las personas que trabajan con víctimas deben poder identificar cuándo es necesaria una derivación a 
servicios que puedan apoyar en estos aspectos a las víctimas.

“Hace años las víctimas estábamos solas, hemos estado muy 
apartadas, he llegado a decir que mi familiar murió en un 

accidente, en mi núcleo de amistades nadie sabía nada. Mis hijas 
lo han sabido cuando han sido mayores para que lo pudiesen 
entender y no les causara problemas. Por mi carácter he ido 

saliendo, pero mi hermana aún está tocada, aunque paso hace 
tantísimo tiempo…”(GD1J 2013)

 
2.3.2. Pena y depresión

Además de ansiedad, sentimientos de angustia e inseguridad, el dolor de las víctimas del terrorismo, 
particularmente cuando hablamos de víctimas indirectas que han perdido a un familiar, resulta parti-
cularmente intenso ante el reto de tener que afrontar dicha pérdida por un acto intencionado que las 
personas que lo han cometido o les apoyan otorgan cierto significado (Freyd 2002; Malkinson et al. 
2005; Neria et al. 2007; Pivar and Prigerson 2004; Raphael et al. 2004; SAMHSA 2004; Sofka 2004; 
Malkinson et al. 2005).  

Las víctimas pueden experimentar sentimientos de ira (Lebel and Ronel 2005) que, siguiendo a Hill 
(2009, 128), parecen estar más relacionados con sus deseos de que los autores de los hechos admitan 
su responsabilidad por el injusto, más que con deseos de venganza (Lebel and Ronel 2005). La vengan-
za, aunque pueda haberse materializado en otras latitudes –generalmente por personas no directamen-
te afectadas– (Volpe and Strobl 2005), no es el caso en nuestro contexto. En todo caso, pueden existir 
personas (incluyendo a víctimas indirectas y difusas) que, sin llegar nunca a materializar esos deseos, 
pueden necesitar ayuda para minimizarlos, indicando que, si bien son absolutamente entendibles, no 
hacen sino dañar a la propia víctima (Dalenberg 2004). Evidentemente aquí debe trabajarse en la dis-
tinción entre justicia y venganza. 

Asimismo, en el tratamiento del dolor psíquico, deben considerarse los contextos culturales, religiosos 
y espirituales de cada víctima (Nordanger 2007; Delaplane y Delaplane s.f.). Algunas investigaciones 
apuntan el mayor riesgo de depresión y pensamientos de suicidio en víctimas indirectas de asesinatos 
(Engdahl 2004; Gabriel et al. 2007; Khaled 2004; Miller and Heldring 2004; Neria et al. 2006; Neria et al. 
2007; SAMHSA 2004; Schlenger 2004), que parece ser menor en adolescentes y niños (Pat- Horenczyk 
2004; Pfefferbaum et al. 2004) y que suele retrasarse hasta unos seis meses después del ataque.

“Nadie me ayuda, nadie me dice vamos a ver qué se puede 
hacer con mi caso … aquí me moriré tomando ansiolíticos 
y antidepresivos y con dolores físicos a consecuencia de la 

depresión … Cada vez va a peor”(GD1J 2013)
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2.3.3. Sentimientos de culpa del superviviente

Este efecto, ya estudiado en otros contextos como el Holocausto u otras victimizaciones en masa, ha sido 
identificado dentro del proceso de construcción de sentido de lo sucedido y supone preguntarse por qué 
se sobrevivió a un ataque cuando otros (incluyendo quizá los propios hijos u otros familiares) murieron en 
él o fueron gravemente heridos (Danieli et al. 2004; Courtois 2004; SAMHSA 2004; Thielman 2004). 

En el caso del País Vasco, también familiares que se culpan en cierta manera por no haber insistido en 
marcharse o por no haber intentado cambiar los movimientos rutinarios el día del ataque, creyendo que 
así estaba en sus manos evitarlo.

2.3.4. En particular: efectos de un secuestro

Las personas secuestradas parecen sufrir shock, impotencia, desesperanza, aturdimiento, miedo a la 
muerte o a la tortura y padecer pensamientos y sentimientos distorsionados (Hillman 1983; Turner 1985; 
Wilson 2003; Yam y Trujano 2014; Fundación País Libre 2011)30. La conciencia de perspectivas de 
futuro resulta fundamental en la supervivencia y la recuperación (Frankl 1963). Asimismo, es conocido 
el síndrome de Estocolmo o síndrome de identificación con el secuestrador que se minimiza cuando 
este emplea habitualmente la violencia. Asimismo debe considerarse la victimización indirecta en estos 
casos y atender a los familiares (Navia 2008).

2.3.5. En particular: las víctimas menores

Existen diversos estudios sobre cómo los menores afrontan los delitos de terrorismo, sea como víctimas 
directas, indirectas o difusas (Campbell et al. 2004; Courtois 2004; Galili-Weisstub and Benarroch 2004; 
Joshi and O’Donnell 2003; Kaplan et al. 2005; Nielsen et al. 2006; Pat-Horenczyk 2004; Pfefferbaum et al. 
2004). Algunos autores señalan que pueden desarrollar problemas de comportamiento y de salud mental 
que repercuten en su vida escolar o educativa. Como los adultos, algunos menores pueden tratar de 
adoptar estrategias de aislamiento o de evitación para no pensar en lo que les ha pasado. Las personas 
que trabajan con ellos deben conocer las dificultades que pueden tener para comunicar lo que les ocurre.

“Esa gente se ha ido sin que la sociedad se sintiera interpelada 
… no es meramente el clima … el ver a alguien con escolta tenía 
que haber producido un apoyo social, solidario que dijese cómo 
podemos admitir que tú seas blanco hipotético de un atentado 

terrorista … la gente siguió viviendo como si nada mientras que a 
sus conciudadanos, a sus vecinos, a sus compañeros de trabajo 

les amenazaban o intentaban asesinar por tener unas ideas 
distintas o pertenecer a las fuerzas y cuerpos de seguridad” (PR 2011)

“Tienes que abandonar, no solo el espacio físico, abandonas las 
relaciones, tu vida... Incluso si tenías facilidades en el trabajo 

para ir a un sitio de tu elección ... tienes que empezar de la nada 
... la carencia personal que te deja ... la explicación un día a tus 

hijos de que nos fuimos porque hubo unas personas que querían 
matarnos ... que las instituciones no podían asegurar nuestra 

protección” (GD1J 2013)

 

30   Desde el campo de la Victimolog a  llama la atención la ausencia de estudios internos sobre la recuperación de las v ctimas directas 
e indirectas de los secuestros  En contraste  México y  particularmente  Colombia son los pa ses latinoamericanos donde más se está 
investigando este tipo de victimización  según puede observarse de la bibliograf a citada
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IV. ¿Qué es la victimización secundaria, 
qué factores influyen en ella y por 
qué debe prevenirse y repararse?

“Cada víctima es un mundo y cada uno adopta su camino ... Lo 
que está claro es que la manipulación política termina cansando 
a todo el mundo y a las víctimas del terrorismo también” (GD3J 2013)

 

La Recomendación Rec (2006) 8 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre asistencia a vícti-
mas del delito, adoptada el 14 de junio de 2006, recoge la siguiente definición de victimización secundaria: 
“victimización que se produce no como resultado directo del acto delictivo, sino por la respuesta de las 
instituciones y los particulares a la víctima”.

Por victimización primaria se entiende aquella generada por el delito y cuya responsabilidad compete 
fundamentalmente al autor del mismo. Por victimización secundaria nos referimos a aquellos daños, de 
diverso tipo y generalmente no intencionados, ocasionados por la intervención de distintos agentes socia-
les e institucionales que se relacionan con las víctimas en sus procesos de victimización y recuperación 
(conocidos, vecinos, ciudadanos, medios de comunicación, policía, servicios sociales, servicios de salud 
–públicos o privados–, médicos forenses, fiscales, jueces, ayuntamientos, gobiernos, servicios de atención 
a las víctimas, escuelas, Universidad, etc.).

“A nivel del Ayuntamiento muy mal, estoy muy dolida ... ni una 
calle ... hasta le han hecho llorar a mi madre ... por mis padres, 

un homenaje, nunca nada, nada … La gente del pueblo es 
cobarde, dicen que te apoyan, ¿qué te van a apoyar? ...”( GD3J 2013)

 

La victimización secundaria constituye una falta de entendimiento del sufrimiento, del impacto y las 
consecuencias de la victimización primaria manifestada mediante una serie de conductas o actitudes. 
Supone un daño añadido posterior al de la victimización primaria. El daño se debe principalmente a una 
actitud negligente o a una falta de humanidad que hace que la víctima se sienta cuestionada, confundida 
o agobiada por los trámites, o que reviva de forma innecesaria el suceso traumático sufrido. Produce 
sentimientos de soledad, incomprensión, falta de ayuda y desconfianza hacia las instituciones y ahonda o 
prolonga en el tiempo los efectos de la victimización primaria. 

“Mi familia tuvo que cambiar de residencia por el vacío social 
sufrido tras el asesinato y hacerse cargo de seis hijos, con muy 

pocos recursos económicos, ya que no había ningún apoyo 
institucional” (GDH 2013)
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En el caso del terrorismo, y en referencia a la justicia penal, como ya destacamos en otro estudio (De la 
Cuesta 2014), Baca detalla las particularidades de la victimización secundaria en el caso del terrorismo 
de ETA y que podrían extrapolarse en determinadas condiciones a otros grupos terroristas. Se refiere a la 
justificación por parte del victimario de su acción, mostrándose incluso orgulloso o satisfecho de ella: “Esta 
postura es generalmente apoyada por sus partidarios y la víctima no percibe de forma clara y definida el 
reproche social que suele acompañar al resto de los delitos y que es consustancial, por ejemplo, a los deli-
tos sexuales. Es por ello que la segunda victimización “clásica” en el caso de las víctimas del terrorismo se 
acompaña de un añadido: el agresor no se considera culpable sino que culpa a la víctima directa o indirec-
tamente y la víctima percibe claramente que esta apreciación es compartida por otras muchas personas ... 
Para la víctima darse cuenta de esto (y muchas veces lo “palpa” de forma consistente en el acto del juicio 
del agresor) supone desconcierto y aumento de la sensación de abandono y de falta de apoyo social que, 
como veremos, es uno de los factores más importantes de protección ante los efectos psicológicos del 
atentado” (2006, 198). 

“Me parecía insufrible seguir viviendo allí ... Los vecinos muy 
bien, pero la gente por la calle no se atrevía a mirarme. Me 

resultaba muy incómodo. Sí había alguien que se atrevía y te 
daba un abrazo... Mis hijos estaban de acuerdo en irnos, aunque 
tenían sus cuadrillas ... También se habían llevado palo cuando 

piensas que el que vigilaba y hacía los seguimientos vivía 
cerca... Miras y dices: ‘habrá sido este, habrá sido el otro, y era 
una locura’. Me siento mejor en la ciudad, la gente del barrio te 
conoce –cuando es el aniversario sales en los periódicos–, pero 

es otra cosa distinta” (E 2012)

 

El concepto de victimización secundaria puede relacionarse con los conceptos de desvictimización, recupe-
ración y resiliencia, ampliamente estudiados en la llamada Victimología positiva (Ronel y Toren 2012, 175). 
En ella se reclama una perspectiva nueva sobre las víctimas: en lugar de enfatizar sus riesgos y vulnera-
bilidades, se trata de apreciar sus potencialidades y contribuir a las posibilidades de crecimiento personal, 
previniendo la gravedad del impacto y las consecuencias del delito, sin frivolizarlas y descontextualizarlas. 

“Los que estamos aquí hemos hecho lo que creíamos que había 
que hacer, al margen de los costes… Lo que nos ha pasado ha 

sido algo desgraciado, pero también hay algo de orgullo, por 
haber hecho las cosas que creíamos teníamos que hacer, lo que 

nuestra obligación ciudadana nos dictaba” (PR 2011)

“La clave es convertir tanto dolor en conciencia…” (PR 2011)

 

Para los procesos de recuperación o resiliencia, desde una perspectiva analítica conductual en Victimología 
(Dillenburger 2007), se destaca la importancia del tipo de victimización, la historia personal y el contexto 
en que se encuentran o las contingencias que tienen que afrontar las víctimas, lo que incluye sus redes de 
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apoyo. Por tanto, minimizar la victimización secundaria implica favorecer el contexto de recuperación. En 
términos terapéuticos, recuperarse significa poder llevar una vida lo más normal posible, vencer o controlar 
los sentimientos de impotencia, desesperanza y baja autoestima, conseguir ser personas autónomas y con 
control de sus vidas, para lo cual resulta fundamental el reconocimiento social e institucional de la injusticia 
sufrida. En este sentido, Cárdenas y Albertín (2004) recalcan el trabajo con la subjetividad y cotidianidad de 
las víctimas para evitar la victimización secundaria.	

“Hay víctimas que recelan de cómo se va a utilizar su testimonio, 
o que piensan que no va a servir para nada. Hay víctimas a 

quienes les duele mucho recordar y víctimas que lo que quieren 
es pasar página… En cierto modo les hemos dado mucho 

trabajo. Han sido víctimas y ahora les pedimos ser pilares de la 
memoria… Alguna víctima nos ha dicho que ser víctima ha sido 
algo trágico en su vida, pero no constituye su esencia, sino una 

circunstancia dolorosísima”(PR 2011)

 

Aunque se haya experimentado una cierta mejoría, las víctimas del terrorismo en el País Vasco tienen 
marcadas muchas expresiones y gestos de falta de reconocimiento, apoyo inadecuado, incomprensión, falta 
de sensibilidad, indiferencia y/o rechazo, según comprobamos en 2013 el estudio basado en cuestionarios a 
154 familiares de personas asesinadas por grupos terroristas en el País Vasco, fundamentalmente ETA (de 
la Cuesta 2014) y del cual reproducimos los siguientes gráficos ilustrativos de la victimización secundaria 
por parte de diversos agentes.
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V. ¿Qué protocolos de buenas prácticas 
existen y cómo funcionan en relación 
con las víctimas de los delitos, en 
general, y del terrorismo, en particular?

1. Algunos ejemplos generales y diferenciación entre cartas de de-
rechos para las víctimas y guías de buenas prácticas para las agen-
cias que tratan con ellas

“Saber que existe alguien que está para acompañarte, apoyarte 
de forma personalizada y con interés ... ” (GD3J 2013)

 

Probablemente sea el ámbito de la violencia de género y doméstica donde se han dado mayores avances, 
a escala internacional e interna y en diferentes ámbitos31, en protocolos de buenas prácticas dirigidos a pre-
venir e intervenir en los procesos de victimización. Así, en nuestro país existen diversos protocolos para la 
implantación de la orden de protección, para la coordinación entre los órdenes jurisdiccionales penal y civil, 
para la coordinación de las fuerzas y cuerpos de seguridad, los órganos judiciales, los médicos forenses, 
los letrados, los fiscales, los servicios sociales, etcétera32.

Según se indica en la página web del Portal de la Administración de Justicia, las Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas tienen protocolarizada su actuación respecto de la violencia de género y/o doméstica, las víctimas 
de tráfico (Ministerio de Justicia), las personas afectadas por los casos de sustracción de recién nacidos33, 
sucesos con víctimas múltiples. Desde el Ministerio del Interior, siguiendo la normativa de la UE, también 
se han elaborado protocolos de atención a víctimas de delitos de odio en 2014, incluyendo un tríptico infor-
mativo. Los protocolos de actuación mencionados se centran particularmente en el apoyo psicológico de la 
víctima y en la coordinación de diferentes profesionales. 

Puede aludirse también a otros documentos generados desde la esfera privada de atención a víctimas 
de delitos, como el Decálogo de Prevención de Maltrato Institucional a la Infancia y Adolescencia, de la 
Asociación Vasca para la Ayuda a la Infancia Maltratada, que pone de relieve la responsabilidad personal 
de las personas que tratan con menores en la prevención de lo que, en parte, puede considerarse como 
victimización secundaria en diferentes ámbitos (salud, justicia, medios de comunicación, etc.). En dicho 
Decálogo se dice: “Políticos/as, técnicos y auxiliares, médicos y personal de enfermería, docentes, perso-
nal de administración y servicios, jueces, fiscales y abogados/as, periodistas y personas miembros de las 
O.N.G.. deben asumir que el primer nivel de responsabilidad en la prevención del maltrato institucional es 
absolutamente personal”.

31   En el ámbito de los medios de comunicación  véase nstituto Oficial de Radio y Televisión (2002)  Cfr  la Resolución 2005/1 de 
RTVE  Sobre la construcción mediática de las v ctimas del terrorismo  vid  Sánchez Duarte (2013)  Véase también la iniciativa del Centro 
Canadiense de Recursos para V ctimas del Delito  accesible en http //crcvc ca/publications/if the media calls/  que ofrece una gu a titulada 
“Si los medios llaman”  En 2013  el Programa de Apoyo a V ctimas del Ministerio chileno del nterior y Seguridad Pública organizó un 
Seminario nternacional titulado “Victimización secundaria y medios de comunicación”  Desde un punto de vista más técnico  vid  El 
Manual de 2011 SAFE COMMS de Gestión de la Comunicación de Crisis Terroristas es el resultado del proyecto del 7PM “SAFE COMMS”  
financiado por la Unión Europea bajo su Séptimo Programa Marco (7PM) (http //www safe comms eu)  
32   En el ámbito vasco pueden citarse  entre otros  el Protocolo de actuación de la Ertzaintza en violencia de género dentro de la pol tica 
de Gestión de Calidad del Departamento de Seguridad y el Plan de Actuación del Gobierno Vasco contra la violencia de género  centrado 
en la atención a las v ctimas  la coordinación de los servicios de atención y la sensibilización ciudadana  
33  Véanse en https //www administraciondejusticia gob es/paj/publico/ciudadano/servicios/para ti/victimas/protocolos de actuacion/!ut/p/
c5/04 SB8K8xLLM9MSSzPy8xBz9CP0os3gzT1dTz6BgExNjA0szA08vgwBjc0NnAwsvM6B8JLJ8q uJgadxWJhrg evgYGJATG6DXA
AR0K6w0Guxa3CxRy f Axujyq670N8cuDfAeSx N P4 83FT9gtzQC NMzywTR0VFAPsqSjs!/dl3/d3/L2dJQSEvUUt3QS9ZQnZ3LzZf
QUtSQkhOSExPNUtRNDBJVkEzSTZGSTMwODA! Cfr  el Real Decreto 32/2009  de 16 de enero  por el que se aprueba el Protocolo 
nacional de actuación médico forense y de polic a cient fica en sucesos con v ctimas múltiples  en relación con el tratamiento de los restos 
humanos y la información sobre los fallecidos  En el portal de la administración de justicia se puede encontrar información sobre el apoyo 
a las familias
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“Yo me ponía de mal humor con los homenajes porque no puede 
haber diferencias entre las víctimas, muertos de primera y de 

segunda, dependiendo de qué cargo o profesión tenía. Es algo 
que me desespera” (E 2012)

 

Finalmente también hemos revisado otros protocolos, que sin tener que ver con víctimas de delitos, en-
fatizan evitar la indiferencia, la frialdad, la frivolidad y el desconocimiento, subrayando la inadecuación de 
utilizar determinadas expresiones (Asociación Umamanita, s. f.).

Cuando hablamos de protocolos, guías o manuales de buenas prácticas nos referimos a textos diferentes 
a lo que se considera un estatuto o carta de derechos de las víctimas. Los primeros enfatizarían los es-
tándares (internacionales) de actuación y las obligaciones de las instituciones y agentes que se relacionan 
con las víctimas (FRA 2014), incluyendo aspectos referidos a sus actitudes y competencias, mientras que 
los segundos tienen como destinatarios principales a las propias víctimas de forma que ellas mismas sean-
conscientes de sus derechos y puedan alegarlos ante las instituciones pertinentes34. En cierta manera, las 
guías pretenden un imposible: codificar la ejemplaridad de los profesionales, es decir el respeto por uno 
mismo y los demás en su ámbito de trabajo o actuación, pero ello resulta inútil si no es antes una costumbre 
organizacional y personal dentro de una sociedad democrática (Gomá 2009).

Ilustración de la diferencia señalada en el párrafo anterior lo constituye, como estatuto o carta, la Carta 
Europea de Derechos de las víctimas del terrorismo de la NAVT (Network of Associations of Victims of 
Terrorism), a la que hemos aludido en el capítulo II. Como protocolo de buenas prácticas en la atención 
tendríamos las distintas guías de actuación que la propia NAVT publica en su página web (para servicios de 
emergencia, de asistencia pisco-social a las víctimas, para padres, colegios, medios de comunicación, de 
información para las propias víctimas, etc.) y que consideramos para nuestra propuesta en el capítulo VII.

2. Modelos de guía de buenas prácticas para la atención a las víctimas

“Sí, veo una carencia en las ayudas que se dan a las víctimas y 
es que no están individualizadas ... Siendo víctima del terrorismo 

te presuponen ciega y diseñan las ayudas como si estuvieras 
ciega, pero yo estoy coja ... hay que ajustar los recursos 

que pueda haber a las necesidades de cada persona ... Te 
encuentras en una dicotomía, hay ayudas, pero no sirven o no 

puedes acceder ... y la gente no te entiende” (GD3G 2013)

 

Además de las mencionadas guías de actuación accesibles en la web de la NAVT y del Manual desarrollado 
con víctimas del 11-M, fundamentalmente para la intervención más inmediata (Zapardiel y Balanzat 2009), 
podemos citar, sin ánimo de exhaustividad, los siguientes cuatro modelos de buenas prácticas en rela-
ción con las víctimas de los delitos en general. Junto con su visión centrada en las víctimas y su carácter 
integral, consideramos que estos ejemplos constituyen modelos de guías de buenas prácticas porque han 
contado para su elaboración con la participación de las propias víctimas afectadas.

34   En el ámbito concreto de las v ctimas del terrorismo  véase Lynch et al  (2014)  quienes recogen las conclusiones de un trabajo 
emp rico con v ctimas del terrorismo en España y otros pa ses
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1) El Manual de Justicia sobre el uso y aplicación de los principios básicos de justicia para víc-
timas de delito y abuso de poder, elaborado por las Naciones Unidas en 199935 y actualmente en 
revisión.

2) Los derechos sociales de las víctimas del delito elaborados por el Foro Europeo de Servicios para 
las Víctimas, fundado en 1990, en la actualidad European Forum for Victim Services. 

El documento del Foro parte de la necesidad del reconocimiento por la sociedad: “El delito puede ex-
perimentarse como la negación de la ciudadanía; por tanto, toda ayuda que se ofrezca debe facilitar el 
reconocimiento de la víctima como un individuo y como miembro de la sociedad” (p. 4). Incluye la toma en 
consideración de las necesidades de los menores (y deben añadirse otras como las personas con diversi-
dad funcional). Diferencia los derechos según las diferentes parcelas (salud, educación, empleo, vivienda, 
reparación económica, privacidad, servicios de apoyo psicológico y social, ámbito social, etc. –considera-
dos para nuestra propuesta en el capítulo VII).

“Es por donde hay que empezar ... yo desde la distancia lo tengo 
claro ... Si muchos jóvenes siguen pensando que la violencia está 

justificada, estamos en las mismas. Es una labor urgente…” (PR 2011)

 

3) Manual para la aplicación de la legislación y las mejores prácticas para las víctimas del delito 
en Europa de Victim Support Europe (2013)36. Victim Support Europe es una red de organizaciones 
de países de Europa de apoyo a las víctimas cuyo objetivo es dar voz a las víctimas de los delitos 
en Europa mediante el fortalecimiento de sus derechos y servicios, independientemente del lugar de 
residencia o comisión delictiva e independientemente de la denuncia (Victim Support). Demandan la 
creación de servicios de calidad37:

a) gratuitos,
b) confidenciales,
c) centrados en las víctimas, es decir, cuyo objetivo principal sea el bienestar de la víctima,
d) independientes,
e) accesibles en toda Europa38,
f) diseñados para atender las necesidades específicas de las víctimas, y
g) atendidos por personal formado y cualificado.

Respecto de los derechos de las víctimas, reclaman:
a) derechos sólidos para todas las víctimas de delitos,
b) igualdad de acceso en los derechos en toda Europa,
c) cooperación interestatal para asegurar el acceso a dichos derechos, e
d) introducción de estándares y acreditaciones evaluables y control del cumplimiento de los 

derechos de las víctimas.

35   Puede descargarse su traducción al español en http //www pgjdf gob mx/temas/4 6 1/fuentes/12 A 4 pdf  A principios de diciembre 
de 2013 tuvo lugar una reunión de expertos bajo el tema  “Review of the UNODC Draft Handbook and Training Modules on Justice 
for Victims”  en el centro internacional de Naciones Unidas de Viena con el objeto de revisar el manual de las Naciones Unidas sobre 
la aplicación de la Declaración de 1985  Para finales de 2014 se prevé un manual completamente nuevo  con unidades de formación 
anexas  que refleje el estado del conocimiento victimológico y permita beneficiarse de las mejores prácticas de todos los pa ses  El 
borrador de trabajo fue redactado por Marlene Young  expresidenta de la organización estadounidense NOVA  En el manual se explicará 
por qué se producen situaciones de crisis y trauma como consecuencia de una victimización  los derechos de las v ctimas en el sistema 
penal  los sistemas de apoyo a las v ctimas dentro y fuera del mismo  as  como el papel del sistema educativo  de salud y también las 
instituciones religiosas  Abordará las cuestiones de indemnización y reparación  prevención  justicia restaurativa  cooperación internacional 
y victimización indirecta
36   Accesible en versión inglesa en http //victimsupporteurope eu/activeapp/wp content/files mf/1385974688NewVersionVSEHandbook
for mplementation pdf
37   Para lo cual fomentan el intercambio de información  experiencia y buenas prácticas entre 23 pa ses de Europa  Cuenta con financiación 
del Programa de Justicia Penal de la Unión Europea y son miembros más de treinta organizaciones de ayuda a v ctimas de diferentes 
delitos  Sus aportaciones han sido consideradas en la elaboración de la Directiva 2012/29/UE y en la actualidad reclama la creación de un 
organismo espec fico dentro de la UE que pueda supervisar todas las cuestiones relacionadas con las v ctimas de los delitos
38   Sobre los derechos de las v ctimas en cada pa s de la UE  puede verse el portal de la UE  e-justice portal  victims rights in 
Member States
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Para esta organización, siguiendo la Resolución de las Naciones Unidas, el concepto de víctima resulta in-
dependiente de la denuncia, del procesamiento o la condena del infractor, o de la relación de la víctima con 
él, e incluye a familiares y personas dependientes. Asimismo, se entiende que es necesaria una atención 
para las personas que han ayudado a la víctima, han intervenido en la prevención delictiva o actúan como 
testigos. En su Manifiesto 2014-2019, Hacia una Unión de libertad, seguridad y justicia para las víctimas de 
los delitos, se reclama, entre otras cuestiones, la aplicación de la Directiva 2012/29/UE; el acceso eficiente 
a los servicios de apoyo mediante acuerdos de derivación39; la cooperación entre instituciones públicas 
y asociaciones con el objeto de priorizar las necesidades de las víctimas; la evaluación individual de sus 
necesidades40; y el desarrollo sostenido de encuestas de victimización europeas.

4) Los estándares de programas de asistencia a las víctimas de EE. UU. (DeHart 2013) y el infor-
me final sobre la transformación de los servicios para víctimas en EE. UU. (U. S. Department of 
Justice 2013). 

Según estos documentos son seis los valores que guían la atención a las víctimas: 
a) Competencia.
b) Integridad.
c) Responsabilidad profesional.
d) Respeto por los derechos y dignidad.
e) Preocupación por el bienestar de los demás.
f)Responsabilidad social.

Estos valores, según se indica, no son exclusivos de los servicios que atienden a las víctimas. Pueden 
encontrarse en diversos códigos deontológicos profesionales41, pero sí resulta particular la forma en que 
se aplican en su actividad diaria con ellas. 
La competencia se refiere al reconocimiento de sus capacidades, especializaciones y limitaciones como 
expertos, ofreciendo únicamente los servicios para los que están cualificados mediante la formación y la 
experiencia, que debe actualizarse. Ante la inexistencia de protocolos de actuación o buenas prácticas 
en determinadas cuestiones, deben seguir la máxima de precaución para no ocasionar más daño a las 
víctimas, informando a estas de las razones de su proceder. Ser competente también implica utilizar de 
forma adecuada los recursos existentes y tomar las medidas necesarias para evitar el trauma vicario.
A la hora de la formación es imprescindible relacionar diferentes saberes (Olalde 2015):

a) el saber básico (competencias cognitivas), 
b) el saber hacer (competencias procedimentales y metodológicas, donde la comunicación y 

la confianza juegan un papel fundamental), y 
c) el saber ser (competencias actitudinales, axiológicas y normativas, que incluyen el conoci-

miento de los propios límites). 

La integridad se relaciona con el concepto tratado anteriormente de justicia procedimental. Su actuación 
debe ser objetiva y, al mismo tiempo, justa, honesta y respetuosa42. No deben ofrecer datos o informa-
ción que no estén debidamente contrastados y deben controlar sus propios prejuicios. 
La responsabilidad profesional implica asumir la responsabilidad por sus actuaciones, dentro de los 
estándares éticos profesionales, y adaptarlas a las necesidades de las diferentes víctimas, realizando 
labores de consulta, derivación y coordinación con otros profesionales. 
Las personas que tratan con víctimas reconocen los derechos de las personas y respetan su dignidad. 
Valoran la autonomía inherente a esta, así como sus obligaciones relativas a la confidencialidad por los 

39   Se puede interpretar que la Directiva 2012/29/UE obliga a todas las instituciones en contacto con las v ctimas a derivarlas cuanto 
antes  y de forma eficaz  a servicios de apoyo
40   Victim Support trabaja para el desarrollo de un modelo europeo para la evaluación individual de las necesidades de las v ctimas  
Véase el manifiesto espec fico emitido con motivo del D a Europeo de las V ctimas del Terrorismo  el 11 de marzo de 2015  en http //
victimsupporteurope eu/news/european day of remembrance for victims of terrorism remember support act/
41   En particular resultan de la adaptación de los principios éticos y del código de conducta de la Asociación Americana de Psicólogos (1992)
42   Cfr  el Código europeo de buena conducta administrativa  aprobado por el Parlamento Europeo en 2001  dirigido a las instituciones 
europeas  Recoge la necesidad de ese trato humano y digno  Cfr  las cartas de servicios elaboradas por distintas administraciones en 
España (entre ellas  la de justicia)  En relación espec fica con el derecho de información  según se explica de forma general para todas las 
administraciones en la página web del Ministerio de Econom a y Competitividad  “La carta de servicios es el documento a través del cual 
los órganos  organismos y entidades de la Administración General del Estado informan a los ciudadanos y usuarios sobre los servicios que 
tienen encomendados  sobre los derechos que les asisten y sobre los compromisos de calidad en su prestación  El documento de carta 
de servicios contendrá como mínimo:
Los compromisos de calidad en el servicio que asume la organización y los indicadores que han sido definidos para la medición de su logro
Las medidas de subsanación  compensación o reparación establecidas en caso de incumplimiento de los compromisos
El documento divulgativo  mediante el cual la organización da a conocer a sus usuarios la información más significativa y relevante para 

ellos de la Carta de servicios”
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VI. ¿Cuál es la visión de algunos 
profesionales sobre esta materia?

Este capítulo tiene un objetivo ilustrativo y no representativo.

1. Sobre víctimas de los delitos en general
A continuación reproducimos ocho propuestas de los expertos internacionales que participaron en el Simpo-
sio de Criminología de Estocolmo de 2012 sobre cuestiones victimológicas (Eriksson 2012, 16)43:

A.	 No debe tratarse a todas las personas de forma estandarizada. Las necesidades de las víc-
timas varían. Se debe ser consciente de que las víctimas que más aparecen en los medios de 
comunicación no tienen por qué ser representativas de las demás.

B.	 Se debe proporcionar formación a los trabajadores del sistema de justicia sobre las ne-
cesidades de las víctimas. Ello facilitaría una mayor satisfacción de las mismas respecto del 
tratamiento recibido y las medidas adoptadas44.

C.	 Deben elaborarse leyes sobre los derechos de las víctimas, de forma que se puedan hacer 
valer ante los tribunales. 

D.	 Debe posibilitarse un proceso legal que atienda a las víctimas, aunque no pueda identificarse 
al victimario.

E.	 Si existe un victimario identificado y una víctima, persona física, debe posibilitarse la jus-
ticia restaurativa que reduce las emociones negativas de las víctimas y aumenta su satisfacción 
con la justicia. Naturalmente requiere de la voluntariedad de las partes y el cumplimiento de los 
estándares internacionales. En caso de delitos graves se puede realizar en fase de ejecución de 
sentencia.

F.	 Debe incluirse un presupuesto para la recuperación o el tratamiento terapéutico de las 
víctimas (directas e indirectas), así como el apoyo social, a corto, medio y largo plazo. 
Esto ayuda en la reparación y recuperación, y reduce el número de casos clínicos con estrés 
postraumático.

G.	 Debe proporcionarse a las víctimas la oportunidad de seguir su caso a través del sistema 
de justicia. Debe facilitarse un sistema de seguimiento y una persona de contacto.

H.	 En muchos casos, las víctimas tienen que tomar medidas por sí mismas para mitigar su 
victimización secundaria. Ello implica, por ejemplo, cambiar el lugar de residencia o restringir 
sus relaciones sociales. Deben tomarse medidas sociales para aminorar esta cuestión.

Dentro del ámbito del País Vasco también consideramos interesante reproducir el resumen de las ideas 
principales tratadas durante el I Encuentro Interprofesional de la Sociedad Vasca de Victimología45, orga-
nizado en colaboración con el IVAC/KREI y titulado “¿Qué esperan las víctimas de la administración de 
justicia?”, celebrado en Donostia/San Sebastián el 13 de junio de 2014.

En él participaron 21 personas procedentes de diferentes disciplinas y ámbitos de trabajo: victimólogos, 
criminólogos, penalistas, periodistas, psicólogos, sociólogos, terapeutas, trabajadores sociales, mediado-
res, personal del Servicio de Asistencia a la Víctima, personal del Ararteko/Defensoría del Pueblo Vasco, 
policías municipales, nacionales, ertzainas, fiscales, jueces y secretarios judiciales46. 

43   Se realiza una traducción y adaptación propias  considerando las peculiaridades de la victimización terrorista
44   Cfr  Daly (2014) sobre el cuestionamiento de la adecuación del uso en la investigación victimológica de los términos “satisfacción” y 
“derechos”  en delitos graves y  en particular  de carácter sexual
45   El principal objetivo de la SVV es impulsar el conocimiento victimológico en los entornos profesionales y sociales  Véase en http //
www sociedadvascavictimologia org
46   Debate  en forma de grupo de discusión  durante cuatro horas en el Centro Carlos Santamar a  sede del VAC/KRE  El debate 
informal semiestructurado se articuló a través de un guión proyectado con un prezi  accesible en http //prezi com/g8b5ufxqbnsp/?utm
campaign=share&utm medium=copy  Se buscaba identificar las diferencias y puntos en común  as  como posibles v as de colaboración 
entre profesionales que tratan con v ctimas de delitos en general
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El debate se construyó sobre un hilo conductor de cuatro preguntas genéricas que expondremos a conti-
nuación, junto con algunas respuestas o comentarios ofrecidos47.

1) ¿Qué esperan las víctimas de la administración de justicia y en qué medida estas expectativas 
e intereses, recogidas desde 1985 en la normativa internacional, se trasladan a la práctica diaria?

- “No se puede generalizar, hay muchos tipos de delitos, de contextos, y cada víctima es un mundo”.

-”Cuando se les pregunta a las víctimas qué quieren, muchas veces obtienes una primera respuesta que 
es ‘que nos den la razón’”.

-”Que se les reconozca como víctimas, sin esperar a una sentencia”.

-”Pero, eso trae dificultades jurídicas y prácticas”.

-”Quieren justicia, ¿pero qué es justicia?”

-”Muchas víctimas necesitan protección, también trato humano, pero ese trato no basta, también quieren 
que se esclarezca el delito, es difícil avanzar en su recuperación si no se sabe quién es el responsable o 
no hay pruebas”.

-”Sus expectativas también se ven frustradas por las dilaciones de la justicia”.

-”Debería repensarse el tema de la atenuante de las dilaciones indebidas ya que las víctimas también de-
berían ser compensadas de alguna forma”.

-”… Abrir luego la herida, después de muchos años, es complicado”.

-”Obligar a las víctimas, particularmente a los menores, a tener que recordar lo que les ha pasado ante 
diferentes profesionales, cada uno con su lógica de actuación, supone una victimización secundaria”.

-”Sería importante una figura de acompañante o una figura de referencia para que no tenga que contar 
su historia ante diferentes personas. Cada vez que la víctima tiene que hacerlo es como si tuviera que estar 
solicitando otra vez su reconocimiento de haber sido víctima. Por ejemplo, en Francia existe esa figura para 
menores o mujeres víctimas y esa persona realiza el seguimiento de referencia durante años”.

-”Debe reconocerse también a víctimas indirectas que parecen invisibles”.

-”Las víctimas quieren que se les repare, pero el cómo es también muy diverso”.

-”… parece que la forma de compensación reviste una cierta inhumanidad y que todo puede compen-
sarse con dinero”.

-”Hay personas que se sienten frustradas con las sentencias judiciales, tienen miedo a la impunidad ... Se 
quejan también de las dilaciones, piden también que alguien se responsabilice de lo que ha pasado”.

-”En el fondo el sistema de justicia penal sigue construido bajo una lógica garantista en torno al posible 
infractor y las víctimas lo perciben. Muchas veces se quejan de que, en el trato, se establecer relaciones me-
ramente procedimentales organizadas alrededor de esa lógica, donde se cuestiona su condición de víctimas”.

-”Pero, ¿cómo se define jurídicamente quién es víctima? ¿Hace falta una sentencia judicial? La normativa 
internacional no resulta rotunda en este aspecto”.

-”Creo que las víctimas demandan tres cosas, fundamentalmente: información, respeto y autonomía. En las 
dos primeras demandas se han realizado avances en nuestro contexto por parte de diferentes profesionales”.

-”Además, deben realizarse mayores esfuerzos para acreditar la insolvencia que impide reparar económi-
camente a través de la responsabilidad civil”.

-”Debe pensarse también en otras formas de reparación, por ejemplo, a través de la articulación de la justi-
cia restaurativa, repensando las posibilidades del art. 112 del Código penal”.

-”Creo que las víctimas lo que necesitan fundamentalmente es escucha, no cualquier escucha. En delitos 
graves, dicha escucha debe ir de la mano de acompañamiento”.

-”Por ejemplo, en víctimas del terrorismo hemos visto una política mejor hacia las víctimas cuando se les ha 
acompañado en los juicios en la Audiencia Nacional”.

47   Hemos preferido seguir este formato en el resumen para dar cuenta de la pluralidad de las respuestas  ofreciendo finalmente una 
conclusión general del Encuentro
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-”Es un fenómeno poco estudiado empíricamente, pero, cuando se ha hecho, vemos que la sociedad y las 
víctimas no son tan punitivas como se cree y que están a favor de otras alternativas”.

-”También están interesadas en que se destinen recursos para su recuperación a corto, medio y largo plazo y no 
el mero cambio de una ley en papel que, en ciertas ocasiones, quizá ni llegue a aplicarse por diferentes motivos”.

-”Se modifican las leyes sin estudios previos presupuestarios y empíricos (victimológicos/criminológicos)”.

-”El problema es que se hace un uso político y mediático de ciertas emociones y de la desinformación de 
los ciudadanos”.

-”Algunos representantes de algunas asociaciones están más visibles en el debate público y terminan influ-
yendo más en los procesos legislativos. Debemos responsabilizarnos y tratar de influir en ellos para romper 
discursos manipuladores que evitan la complejidad de los temas tratados”.

-”Hace falta una verdadera cultura de los derechos humanos desde la escuela”.

-”Son necesarios modelos de intervención distintos, donde trabajar con las víctimas y su contexto. Es posi-
ble intervenir, no desde una lógica punitiva, sino reconstructiva”. 

4) Con todo lo anterior, ¿qué propuestas de actuación colaborativa se podrían trazar a corto, medio 
y largo plazo?

-”Para cambiar de lógica, necesitamos juntarnos más, escucharnos más, formarnos más en una edu-
cación sistémica, interdisciplinaria e interprofesional”.

-”Son necesarios canales de comunicación y coordinación en algunas materias, a través de protocolos 
dirigidos a diferentes agentes, particularmente respecto del trabajo con las víctimas más vulnerables. En 
concreto, debe conectarse el ámbito terapéutico con el judicial”.

-”Lo importante es crear ahora pequeños pasos para que den fruto dentro de varios o muchos años”.

-”Hay que trabajar también para visibilizar victimizaciones de las que no se habla, por ejemplo, … con 
víctimas excluidas socialmente”.

Como conclusión general podemos indicar que es preciso seguir reflexionando sobre el concepto de víc-
timas en nuestra sociedad actual, así como sobre los distintos riesgos, impactos y respuestas relativos a 
los diferentes procesos de victimización. Se trata, en definitiva, de conceptualizar el trabajo con las víctimas 
dentro de la cultura de los derechos humanos, indivisibles e interdependientes, sin caer en perspectivas 
esencialistas y/o paternalistas, sino abiertas a un permanente cuestionamiento y colaboración.

2. Sobre víctimas del terrorismo en el País Vasco
A lo largo de junio de 2014 y enero de 2015 se ha enviado un cuestionario semiabierto a diferentes expertos, 
de carácter anónimo, que trabajan o han trabajado con víctimas del terrorismo en el País Vasco48. En total lo 
recibieron doce expertos de ámbitos públicos y privados, si bien algunos de ellos declinaron participar por no 
considerarse expertos para responder a las preguntas concretas que se realizaban y otros no han respondido 
finalmente. Hemos obtenido un total de siete respuestas que se resumen a continuación en forma de extrac-
tos49. Agradecemos muy sinceramente las reflexiones de las personas que han contribuido en este estudio.

2.1. Evaluación sobre el cumplimiento de los derechos de las víctimas del terrorismo
2.1.1. Sobre la valoración del cumplimiento en la práctica de los derechos de las víctimas del 
terrorismo, en relación con los contextos en que viven las víctimas y los recursos existentes.

A. Derecho al reconocimiento de su condición de víctima (art. 1 Directiva)50, incluyendo la victimiza-
ción indirecta o de los familiares (art. 1. a) ii) y b); 2; 8. 1; 7. 8; 18-19; y 21 Directiva).

48   Véase en anexo  Algunas de las personas expertas también son v ctimas del terrorismo  Los ámbitos de procedencia fueron la 
Psicolog a cl nica  el Trabajo Social y las asociaciones de v ctimas del terrorismo
49   En una de las respuestas obtenidas participaron dos personas quienes  en caso de opinar de diferente forma  dejaron constancia de 
ello y as  se recoge en la presentación de los resultados
50   Véase  en general  el art  2 de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas 
del Terrorismo  Sobre la titularidad de los derechos reconocidos  véanse los arts  4 y 5 de dicha Ley y el art  2  2 de la ley vasca 4/2008 de 
Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo

            



Guía general de buenas prácticas en el trato con víctimas del terrorismo que evite la victimización secundaria

 51

“Considero que solo han contado como víctima al marido y al 
hijo, pero no a los padres y hermanos de la persona asesinada, 

quienes no hemos tenido contacto o relación alguna con 
ninguna institución o asociación. Nunca me han ofrecido ningún 

tipo de ayuda ni económica ni psicológica ni de ningún tipo. 
Sin embargo, … se les llena la boca hablando del apoyo y la 

cercanía a las víctimas...” (RC75 2013)

 

Aquí encontramos dos polos de opiniones divergentes que van desde una valoración alta de su cumpli-
miento a una valoración baja, principalmente desde el mundo asociativo y la percepción personal, en su 
caso como víctima. Ahora bien, en ambos polos se identifican posibles vías de mejora.

-“Falta el reconocimiento efectivo para algún tipo de víctimas, como son las de “persecución”, además 
del error de considerar víctima a quien no lo es ..., y la gran carencia de la falta de consideración del 
llamado “síndrome del Norte” para policías victimizados. Todo el artículo 1, como más apartados de la 
Directiva, convendría plasmarlo en concreciones, tal vez realizando una especie de “catálogo” a partir 
de relacionar “definiciones” con “casos”, dejando abierta la relación que se hiciera, para nuevas inter-
pretaciones y realidades“. 

-“Otra cosa es el reconocimiento a las víctimas indirectas, que todavía se puede mejorar ... (Otro) pro-
blema existente en la sociedad vasca (pero no en la española) es la tendencia a mezclar víctimas de 
terrorismo con otro tipo de víctimas (tortura, etc.), lo que genera en ellas un claro malestar, o a justificar 
la existencia del terrorismo por un conflicto político no resuelto“.

-“Que a Ley reconozca los derechos de las víctimas del terrorismo, no significa que políticamente se en-
tiendan y se apliquen éstos con la concienciación y la efectividad necesarias. Hay que tener en cuenta, por 
ejemplo, que solamente se empezó a hablar de derechos de las víctimas del terrorismo a partir de los años 
noventa del pasado siglo. Y, sobre todo, gracias a la presión ejercida por algunos colectivos de víctimas”. 

-“Últimamente está costando mucho el reconocimiento. No hay criterios unitarios”.

-“En nuestro caso, se ha dado este reconocimiento sin ningún tipo de problema. Pero nos constan otros 
casos en los que ha habido más dificultades”.

-“Es importante y necesaria la colaboración y cooperación de todas las administraciones públicas para 
que se pongan todos los medios al servicio de las víctimas. Fundamental que reciban y dispongan de 
atención personalizada para poder hacer efectivos todos los derechos“.

B. Derecho a la información (a entender y ser entendido) (arts. 3-7 Directiva).

La valoración principal del cumplimiento de este derecho por las personas encuestadas es de media a 
baja, con las siguientes observaciones por parte de las personas encuestadas que quisieron realizar 
alguna puntualización:

-“Se carece de una acción más allá de la información formal (dar a conocer la normativa, etc.). Tan solo 
con “determinadas” víctimas hay acciones reseñables (y de propaganda). Falta la continuidad de “hab-
lar”, constantemente, para entender y ser entendidos“.

-“Muchas víctimas tienen el convencimiento de que la mayor parte de los políticos en particular, y la 
sociedad en general, especialmente la sociedad vasca, no entienden el significado de las víctimas del 
terrorismo. Actualmente, en 2014, hay víctimas que no han recibido ni información, ni explicaciones ni 
ayuda burocrática por parte de las instituciones”.

-“En muchos casos la información es sesgada y poco clara. Por ejemplo, nos hemos enterado de que 
van a cambiar la normativa sobre el reconocimiento de amenazados por casualidad. Lo lógico es que … 
nos hubieran informado. No ha sido así”.
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-“No se recibe de manera sistemática una información completa de todos los derechos que asisten a las 
víctimas. A muchas víctimas esta información no les llega. Y muchas de ellas ni siquiera se plantean que 
tengan muchos de estos derechos. El acceso a la información es fundamental para poder acceder de 
manera efectiva a los derechos. Hay que tener en cuenta que hay muchas víctimas no asociadas que 
están aisladas. Hay que hacer un esfuerzo por llegar a todas ellas“.

C. Derecho al acceso a los servicios de apoyo (psicológico, jurídico, social, sanitario, etc.), indepen-
dientemente de la presentación de una denuncia penal (arts. 8-9 Directiva).

La valoración del cumplimiento de este derecho es de media a alta, constatando la gratuidad de los 
servicios de salud, si bien según algunos expertos:

-“La valoración podría ser “alta”, pero los límites en cantidades y tiempos de apoyo, hacen descender 
la consideración. Hay víctimas que necesitan apoyos más exigentes (costosos) y otras más amplios en 
el tiempo. En definitiva, se necesita flexibilidad en las condiciones y aumento de recursos disponibles. 
Otra cuestión son las condiciones para la prestación de los servicios, considerando que es necesaria 
una constatación “formal” para la calificación de víctima. Si no es mediante interposición de denuncia, al 
menos tiene que haber un “expediente” al efecto, objetivo“.

-“La distancia en el tiempo entre el hecho traumático y la asistencia a los juicios, frecuentemente al cabo 
de años de lo sucedido constituye un factor negativo a tener en cuenta.

-“Vemos mucho déficit en la Seguridad Social. A los enfermos con estrés post-traumático no les creen. Les 
tachan de vagos y aprovechados. Lo mismo sucede en los Juzgados de lo Social; ignoran todos los informes 
médicos y, a nuestro parecer, se decide arbitrariamente en contra de la opinión de los expertos, incluidos los 
de la Sanidad Pública. Tenemos verdaderos problemas con los enfermos de estrés post-traumático”.

-“ A nosotros se nos ofreció servicio de apoyo psicológico. A otros niveles (jurídico, social, sanitario) no 
recuerdo apoyos específicos más allá de los que se ofrecen en el sistema de atención normalizada“.

D. Derecho al acceso a la justicia51 y la participación en el proceso penal, incluyendo la reparación 
material y económica52 y la justicia restaurativa (arts. 10-17 Directiva).

El conjunto de valoraciones obtenidas sitúa la respuesta sobre la valoración del cumplimiento de este 
derecho como media-baja y se realizan las siguientes consideraciones:

-“La justicia restaurativa brilla por su ausencia. La participación de las víctimas en el proceso penal está 
bajo mínimos, demasiado dependiente de su propia iniciativa, particular o asociativa. Una mención es-
pecífica debe hacerse a la función policial en este campo, como “operadores jurídicos”, especialmente 
en el inicio del proceso (denuncia e investigaciones preliminares), o en funciones de policía judicial, con 
carencias importantes de los/as agentes (más allá del voluntarismo) y sin protocolos específicos”.

-“(Se observa) tardanza en la resolución; falta absoluta de información policial y judicial, falta de com-
promiso político; falta de interés para la resolución de los más de 300 asesinatos de ETA sin resolver; 
ausencia total de justicia restaurativa; problemas administrativos y burocráticos que traban la reparación 
material y económica; reparación económica excesivamente tardía (más de veinte años de tardanza en 
algunos casos)”.

-“En los Tribunales de lo Social, ... se trata a las víctimas con desdén e incluso con mala educación, 
insinuando que mienten y engañan. Estas actitudes lo único que producen es un empeoramiento en su 
salud y más problemas“.

E. Derecho a la protección (prevención de revictimizaciones y represalias, evitación de contacto con el 
infractor, protección de su intimidad, etc.), incluyendo el reconocimiento de necesidades específicas (de 
menores, etc.) (arts. 18-24 Directiva).53

51  Vid  art  3 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo
52  Vid  art  5 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  as  como su T tulo  y el Reglamento 
de desarrollo  Véanse también los T tulos Segundo a Cuarto de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y 
Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo  as  como su Reglamento de desarrollo
53  Véase el T tulo Quinto de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del 
Terrorismo
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Existe unanimidad entre las personas encuestadas a valorar como medio-bajo el cumplimiento del de-
recho a la protección.

-“Las víctimas quedan a su suerte. Si deciden asociarse pueden tener más apoyo, si dejan de vivir en lu-
gares “hostiles” pueden mejorar su vida, si... Dependen de ellas mismas, siendo necesario un equilibrio 
entre el respeto a su libre determinación y la responsabilidad institucional para apoyarlas y servirlas. Por 
otra parte, la actividad institucional es fundamentalmente “reactiva”, sin evolucionar hacia lo “proactivo”. 
No hay prospectiva sobre la acciones victimizadoras, ni en el apoyo a las víctimas. Se va institucional-
mente tras las demandas de las víctimas, además de carecer de toda innovación, entre otras cosas 
porque se investiga poco la realidad victimológica. Las necesidades específicas se responden también 
por “demandas”, sin la actividad propositiva que sería deseable”.

-“Las víctimas siguen viviendo en un entorno social donde los terroristas son ensalzados, apoyados 
y amparados por algunas instituciones ... y donde socialmente tienen apoyos importantes. Ninguna 
institución se preocupa de que los terroristas no se acerquen realmente a las víctimas del terrorismo. 
Hoy hay víctimas que siguen padeciendo diariamente la proximidad de los asesinos de sus familiares”.

-“Todavía existen problemas en esta materia. Como digo arriba, todavía hay muchas actitudes que produ-
cen una segunda victimización. Cómo se sienten las víctimas ante estas actitudes es difícil de describir”.

-“En el ámbito educativo creamos un programa pedagogico en donde antes de que entre en las aulas 
con las víctimas, los jovenes estan sensibilizados con el tema evitando o contribuyendo al derecho a la 
protección y para que no se den comentarios revictimizadores“.

-“ Nosotros no hemos necesitado una protección especial, pero tampoco hemos tenido información 
acerca de la existencia de medidas específicas en este ámbito“.

F. Derecho a un trato profesional (con formación adecuada y concienciación sobre las necesidades 
de las víctimas), respetuoso, sensible, imparcial, empático, individualizado (art. 1, 25 y considerando 61 
Directiva)54, coordinado (art. 26 Directiva) y basado en la evaluación e investigación (art. 28 y 29 Directiva).

Aquí la valoración del cumplimiento de este derecho es de media baja y se apuntan las siguientes cuestiones:

-”Las enormes carencias “profesionistas” se compensan con la implicación personal, por sensibilización 
individual y grupal. Por ejemplo, en las policías apenas si hay formación victimológica, pero hay una 
gran solidaridad con la mayoría de las víctimas ... La empatía y consideración depende de cada agente, 
más que de una dinámica institucional; diferenciando las declaraciones políticas, o incluso la emisión de 
“instrucciones” formales, con la práctica profesional concreta (subcultura profesional). La coordinación 
real falla, entre instituciones y dentro de cada institución (caso de una víctima que recibe a agentes de 
tres “policías” diferentes, además del ámbito judicial). Debiéramos hablar más de “colaboración”, pero 
eso es soñar, todavía más ahora. Las carencias en evaluación e investigación son enormes. En especial 
porque hay un temor institucional grandísimo, junto a ignorancia ... en ... las instituciones“.

-”La figura del terrorista, especialmente en el País Vasco, y en algunos sectores ideológicos de la socie-
dad española, todavía sigue predominando sobre la de las víctimas“.

-“El mayor problema lo vemos en la Seguridad Social. No vemos interés. Ni apoyan ni ayudan … Yo 
personalmente he vivido una experiencia que no se la deseo a nadie … A un enfermo con estrés-post 
traumático no se le puede calificar de violento. ¿Nos tenemos que atener a lo que digan esos supuestos 
profesionales, que no tienen ni idea de lo que supone ese síndrome? … No tenemos nada que hacer”.

G. Derecho a la prevención de la victimización primaria y secundaria (art. 26 Directiva).

El cumplimiento del derecho a la prevención se valora como bajo:

-“Dadas las condiciones señaladas, de falta de investigación y de formación, la consecuencia lógica es esta 
grave carencia. Pero es más importante la falta de concienciación efectiva de la relevancia de este punto. 
Más allá de discursos “correctos”, no hay plasmación en acciones concretas, en presupuestos al efecto“.

-“La prevención ha brillado por su ausencia porque poner guardaespaldas a algunas personas no es 
prevenir el delito terrorista. La prevención pasa por el convencimiento político de que hay que terminar 
con el terrorismo con el Estado de Derecho y no manipulando este…”.

-“No conocemos la existencia de medidas concretas para evitar esta victimización“.

54  Vid  art  4 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véanse los art  2  2 d) f) y el T tulo 
Séptimo de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo
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“Me gustaría que hubiese autocrítica, memoria y justicia para 
escribir la historia real de lo que ha sucedido” (RC32 2013)

 

H. Derecho a la verdad y a la memoria55.

La valoración del cumplimiento de este derecho es media-baja:

-“Aquí hay una gran controversia, cargada ideológicamente que necesitamos superar mediante la refle-
xión conjunta y la socialización“.

-“Este derecho es todavía mejorable porque quedan aún muchos casos de terrorismo no esclarecidos 
que generan malestar en las víctimas y la sensación de sentirse olvidadas“.

-“El problema es que, a veces, se callan. Si están en algún proceso, tienen miedo a represalias”.

-“Las víctimas son las portadoras de la memoria del terrorismo. No habrá proceso de paz que pueda 
construirse sin ellas. Las víctimas tienen la obligación moral de dar testimonio de memoria de lo que 
ocurrió no debe volver a repetirse“.

-“A veces tenemos la sensación de que somos las víctimas las que tenemos que “tirar del carro“ para 
la construcción de una memoria veraz. Las instituciones deberían liderar con más claridad esta tarea“.

I. Derecho a la participación en las políticas victimales56:

La valoración conjunta del cumplimiento de este derecho es media-alta, aunque alguna persona lo con-
sidera bajo y otras poco efectivo. En todo caso, se añaden los siguientes comentarios:

-“La participación ha sido alta, ya veremos en el futuro. A veces por manipulación de los propios políti-
cos, de todo tipo. En ocasiones a pesar de los políticos profesionales, que siguen sus propios intereses”.

-Las víctimas ven reconocidos sus derechos en las políticas victimales, sin que esto se pueda confundir 
con que la responsabilidad del trato con los victimarios recae en la Justicia”.

-“No hay ninguna participación que no sea puramente simbólica o de cara a la galería. Ni tan siquiera 
hay una escucha sincera por parte de los sectores políticos e institucionales”.

-“Aquí no tenemos nada que objetar, a pesar de que no somos muy partidarios de que las víctimas par-
ticipen en las políticas victimales”.

-“Existe un canal denominado Consejo vasco de participación de víctimas de terrorismo que se junta 2-3 
veces al año y tiene como objetivo canalizar la participación de las víctimas. En cuanto a la participación 
en políticas victimales especificaría que las asociaciones pueden proponer a las administraciones públi-
cas la puesta en marcha de políticas concretas“.

-“Las vías que conocemos y hemos ejercido para participar en las políticas en relación a las víctimas han 
sido: la posibilidad de plantear enmiendas en el momento de la creación de la ley de víctimas y nuestra 
participación en el Consejo de Víctimas. No son cauces flexibles y efectivos para garantizar nuestra 
participación“.

2.1.2. Si cree que hay algún otro interés o necesidad de las víctimas del terrorismo, en cualquier 
ámbito, que no quede reflejado en el catálogo anterior de derechos, por favor, especifíquelo a 
continuación

En relación con esta pregunta abierta, se ha señalado lo siguiente:

-“La cuestión está en la interpretación de los conceptos ..., porque en “prevención”, o en “verdad y 
memoria”, o en la misma justicia restaurativa, pueden comprenderse muchos y diversos “intereses 

55  Vid  art  7 y 8 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véase el T tulo Sexto de la Ley 
estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo
56  Vid  art  6 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véase el T tulo Séptimo de la Ley 
estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo  as  como su Reglamento 
de desarrollo

            











Guía general de buenas prácticas en el trato con víctimas del terrorismo que evite la victimización secundaria

 59

VII. Propuesta general, simplificada y abierta, de 
guía de buenas prácticas que fomente el trato 
empático, individualizado, personalizado y 
no discriminatorio, que ayude en el proceso 
de reparación y recuperación victimal, 
dirigida a agentes públicos y privados

“Hay que hacer un trabajo de ganar la confianza, la credibilidad 
de las instituciones que ofrecen ayuda” (GD3G 2013)

De las páginas anteriores constatamos un hecho: existen multitud de normas, protocolos, guías, etc. sobre 
el trato victimológicamente correcto hacia las víctimas de los delitos y, en particular, del terrorismo. Sin em-
bargo, las víctimas siguen relatando su percepción de victimización secundaria. Evidentemente, sin entrar 
en la incidencia de la vinculación jurídica de dichos textos y su aplicación como derechos alegables ante los 
tribunales, algo falla. Las grietas entre lo proclamado o aconsejado en los textos y lo vivido por las víctimas 
obedecen en gran parte a una cultura profesional u organizacional que considera a las víctimas como acto-
res secundarios. También debe hablarse del uso político de un derecho victimal simbólico que no atiende los 
intereses legítimos de las víctimas del terrorismo, preocupado por la actualidad del momento más que por 
la realidad de la vivencia compleja y prolongada de la victimización terrorista. Junto a todo ello, tenemos la 
victimización secundaria producida por otros agentes privados y la propia sociedad en su conjunto.

Las siguientes líneas recogen una serie de propuestas, a modo de resumen general y retomando los mejo-
res modelos citados anteriormente, que evidentemente sin ese cambio cultural y de perspectiva, no tendrán 
valor alguno. No se trata de instrucciones, sino de principios generales, con base en la normativa y los 
estudios existentes, que pueden adaptarse al contexto de cada institución57. No estamos ante una guía 
de buenas prácticas en la atención psicológica de las víctimas58, sino de una guía más general para su 
consideración organizacional y profesional. Tampoco supone un protocolo como secuenciación estandari-
zada y evaluada de los pasos a seguir desde el primer contacto con las víctimas. Quizá se relaciona más, 
en cuestiones específicas respecto del trato a las víctimas, con los códigos deontológicos de los distintos 
colegios profesionales. 
No pretende reunir minuciosamente los derechos procesales, de ayuda psicológica o de reparación econó-
mica de las víctimas del terrorismo, sino los deberes generales de las instituciones y de las agencias que se 
relacionan con ellas respecto de una atención humana y respetuosa, en un plano fundamentalmente ético 
pero con respaldo normativo y empírico, tal y como se ha detallado en los capítulos anteriores59. Además, 
no se ciñe al momento de la comisión delictiva, sino que tiene una dimensión longitudinal, reconociendo 

57   Cfr  Nesta (2010  27)  Respecto del ámbito policial  en particular vasco  desde la perspectiva psicológica general de los distintos 
tipos de victimización  vid  Navarro; desde un enfoque criminológico  vid  Regidor (2014) sobre v ctimas de violencia de género; y  desde 
un enfoque victimológico  Holgado (2014)  Véase  entre otros documentos  sobre el trato a las v ctimas el segundo estándar básico de 
derechos humanos para las personas que se ocupan de la aplicación de la ley (Amnist a nternacional 2009)  En el ámbito de la justicia 
penal en general  ténganse en cuenta los documentos generados en el Proyecto Europeo “Good Practices for Protecting Victims in 
and outside the criminal justice process”  La Universidad de Sevilla participó como co beneficiaria en este proyecto  en el marco del 
Programa “ SEC” 2007 2013 “Prevention of and against Crime”  de la Comisión Europea  coordinado por la Universidad de Milán (www
protectingvictims eu)  Sobre la perspectiva de las v ctimas en la justicia restaurativa  vid  Umbreit y Greenwood (2000)
58   Sobre las v ctimas del terrorismo del 11 M  con la particularidad de la victimización en masa  vid  Zapardiel y Balanzat (2009)  Para 
otro tipo de v ctimas  un buen ejemplo de este tipo de gu as  en el ámbito de los menores v ctimas de abusos sexuales en la esfera judicial  
se puede encontrar en Echeburúa y Subijana (2008)  Sobre menores v ctimas de la violencia de género en el ámbito familiar  vid  Orjuela 
y Horno  Sobre atención a v ctimas de delitos violentos en general  adultos y menores  dentro y fuera de la administración de justicia  vid  
Corporación de Asistencia Judicial de la Región de Valpara so (2007)  
59   En este sentido  se corresponder a con lo que el Foro Europeo de Servicios de V ctimas (European Forum for Victim Services) 
ha denominado “derechos sociales de las v ctimas”  para diferenciarlos de los derechos procesales  aunque en su ámbito se recojan 
derechos civiles y pol ticos  como el derecho a la intimidad y a la privacidad o el acceso a la justicia
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que la victimización se extiende en el tiempo, aunque el primer contacto de las víctimas con las institucio-
nes es fundamental para generar confianza o desconfianza y ayudarlas en su proceso de recuperación. Se 
trata de una perspectiva más comprometedora pero, también, más satisfactoria a medio y largo plazo para 
los propios agentes en contacto con las víctimas del terrorismo, cuyo objetivo último debe ser favorecer la 
calidad de vida de estas, como conciudadanos. Implica, en todo caso, unos conocimientos concretos y una 
actitud ética, mental y afectiva.

Como primera propuesta, este texto debe ser objeto de trabajo con las propias víctimas para  incorporar sus 
aportaciones y dar cauce así a su participación. Además no puede ser estático, sino que debe actualizarse 
y adecuarse a contextos futuros y diversos. Hemos cuidado que no se generen falsas expectativas en las 
víctimas y, al mismo tiempo, hemos huido del paternalismo hacia ellas. Ambas cuestiones son posibles 
porque insistimos en que ellas tienen parte de la llave de su propia recuperación. No obstante esta nunca 
será posible –ni justa en términos de justicia social ya que no todas las víctimas cuentan con los mismos re-
cursos materiales, personales y emocionales– si no existen servicios públicos de apoyo que complementen 
y conviertan los derechos básicos recogidos en los textos, en realidades tangibles y siempre mejorables.

1. Sobre los derechos de las víctimas del terrorismo
1.Conforme a la normativa internacional e interna, las víctimas del terrorismo tienen los siguientes derechos:

Derecho al reconocimiento de su condición de víctima, incluyendo la victimización indirecta o de los 
familiares.

Derecho a la información (a entender y ser entendido).

Derecho al acceso a los servicios de apoyo (psicológico, jurídico, social, sanitario, etc.), independientemente 
de la presentación de una denuncia penal.

Derecho al acceso a la justicia y la participación en el proceso penal, incluyendo la reparación material, 
económica y simbólica y la justicia restaurativa.

Derecho a la protección (prevención de revictimizaciones y represalias, evitación de contacto con el 
infractor, protección de su intimidad, etc.), incluyendo el reconocimiento de necesidades específicas 
(menores, personas de avanzada edad, con diversidad funcional, extranjeras, en situación de exclusión 
social, etc.).

Derecho a un trato profesional (con formación adecuada y concienciación sobre las necesidades de 
las víctimas), respetuoso, sensible, imparcial, empático, individualizado, coordinado y basado en la 
evaluación e investigación.

Derecho a la prevención de la victimización primaria y secundaria.

Derecho a la verdad y a la memoria.

Derecho a la participación en las políticas victimales.

2. Los derechos de las víctimas son derechos humanos. Ello no implica una perspectiva de enfrentamiento 
o conflicto con los de las personas acusadas/procesadas/condenadas.

3. En el ejercicio de estos derechos las víctimas podrán estar acompañadas para contar con mayor apoyo.

2. Sobre los procesos de victimización y recuperación
1. Las víctimas del terrorismo son múltiples y muy diversas. Tienen necesidades e intereses distintos, inclu-
so dentro de una misma familia, que van cambiando con el tiempo y las circunstancias. Los profesionales 
que trabajan con ellas deben ser conscientes y controlar sus posibles asunciones o estereotipos que no se 
corresponden con la realidad.

2. Los procesos de victimización no se agotan en el llamado sujeto pasivo del delito, sino que se extienden 
a víctimas directas e indirectas (familiares, amigos y compañeros, personas que ayudan a las víctimas, so-
ciedad, etc.) y lo hacen en diferentes parcelas de la vida (personal, familiar, laboral, educativa, social, etc.), 
con diferente impacto y efectos y a corto, medio y largo plazo. 

            



































Guía general de buenas prácticas en el trato con víctimas del terrorismo que evite la victimización secundaria

 77

Anexos

I. CUADRO COMPARATIVO ENTRE LA DIRECTIVA 2012/29/UE Y LA LEY ESPAÑOLA DEL ESTATU-
TO DE LA VÍCTIMA DE 2015 SOBRE VÍCTIMAS DE DELITOS EN GENERAL60

DIR  2012/29/UE LEY ESPAÑOLA DEL ESTATUTO DE LA VÍCTIMA

1) Derechos:

Derecho al reconocimiento de su condición de 
víctima (art. 1 Directiva) , incluyendo la victimi-
zación indirecta o de los familiares (art. 1. a) ii) 
y b); 2; 8. 1; 7. 8; 18-19; y 21 Directiva)

Derecho a la información (entender y ser en-
tendido) (arts. 3-7 Directiva)

Derecho al acceso a los servicios de apoyo 
(psicológico, jurídico, social, sanitario, etc.), 
independientemente de la presentación de 
una denuncia penal (arts. 8-9 Directiva)

Derecho al acceso a la justicia y la participa-
ción en el proceso penal, incluyendo la repara-
ción material y económica y la justicia restau-
rativa (arts. 10-17 Directiva)

Derecho a la protección (prevención de revicti-
mizaciones y represalias, evitación de contac-
to con el infractor, protección de su intimidad, 
etc.), incluyendo el reconocimiento de necesi-
dades específicas (menores, etc.) (arts. 18-24 
Directiva) 

Derecho a un trato profesional (con formación 
adecuada y concienciación sobre las necesi-
dades de las víctimas), respetuoso, sensible, 
imparcial, empático, individualizado (art. 1, 25 
y considerando 61 Directiva) , coordinado (art. 
26 Directiva) y basado en la evaluación e in-
vestigación (art. 28 y 29 Directiva)

Derecho a la prevención de la victimización 
primaria y secundaria (art. 26 Directiva)

1) Derechos:

“Derecho a la protección, información, apoyo, 
asistencia y atención, así como a la participación 
activa en el proceso penal y a recibir un trato res-
petuoso, profesional, individualizado y no discri-
minatorio desde su primer contacto con las auto-
ridades o funciionarios, durante la actuación de 
los servicios de asistencia y apoyo a las víctimas 
y de justicia restaurativa, a lo largo de todo el pro-
co penal y por un período de tiempo adecuado 
después de su conclusión, con independencia de 
que se conozca o no la identidad del infractor y 
del resultado del proceso” (art. 3).

Artículo 5. Derecho a la información desde el pri-
mer contacto con las autoridades competentes.

1. Toda víctima tiene derecho, desde el primer 
contacto con las au toridades y funcionarios, in-
cluyendo el momento previo a la presentación de 
la denuncia, a recibir, sin retrasos innecesarios, 
información adaptada a sus circunstancias y con-
diciones personales y a la naturaleza del delito 
cometido y de los daños y perjuicios sufridos, so-
bre los siguientes extremos: k) Servicios de justi-
cia restaurativa disponibles, en los casos en que 
sea legalmente posible.

60  Para su correcta interpretación  dentro del contenido de este trabajo  este cuadro debe completarse con la normativa espec fica 
internacional  española y vasca sobre v ctimas del terrorismo
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2) Obligaciones de formación y cooperación: 

Artículo 25 y considerando (61)

“Todos los funcionarios que intervengan en 
procesos penales y que puedan entrar en 
contacto personal con víctimas deben poder 
acceder a una formación adecuada tanto ini-
cial como permanente y a un nivel acorde con 
su contacto con las víctimas, a fin de estar en 
condiciones de poder identificar a las víctimas 
y determinar sus necesidades y ocuparse de 
ellas con respeto, profesionalidad y empatía, 
de manera no discriminatoria. Las personas 
con probabilidad de intervenir en la evalua-
ción individual para determinar las necesida-
des de protección especial de las víctimas, así 
como su necesidad de medidas de protección 
especial deberán recibir formación específica 
sobre la forma de efectuar estas evaluacio-
nes. Los Estados miembros han de garantizar 
esa formación para las fuerzas de policía y el 
personal judicial. Del mismo modo debe fo-
mentarse la formación destinada a abogados, 
fiscales y jueces, así como a los profesionales 
que proporcionen apoyo a las víctimas o los 
servicios de justicia reparadora. Este requisi-
to debe incluir formación sobre los servicios 
de apoyo especial a los que debe derivarse a 
las víctimas o formación especializada cuando 
sus actividades se proyecten sobre víctimas 
con necesidades especiales, al igual que for-
mación psicológica especial, según convenga. 
Cuando proceda, esta formación debe tener 
en cuenta la perspectiva de género. Las ac-
ciones de los Estados miembros deben com-
plementarse con orientaciones, recomenda-
ciones e intercambio de mejores prácticas, de 
conformidad con el Plan de trabajo de Buda-
pest” (considerando 61).

2) Obligaciones de formación y cooperación:

Artículo 30. Formación en los principios de pro-
tección de las víctimas. 

“1. El Ministerio de Justicia, el Consejo General 
del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado 
y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, asegurarán una 
formación general y específica, relativa a la pro-
tección de las víctimas en el proceso penal, en 
los cursos de formación de Jueces y Magistrados, 
Fiscales, Secretarios Judiciales, Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad, Médicos Forenses, personal al 
servicio de la Administración de Justicia, personal 
de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas y, en 
su caso, funcionarios de la Administración Gene-
ral del Estado o de las Comunidades Autónomas 
que desempeñen funciones en esta materia. 

En estos cursos de formación se prestará particu-
lar atención a las víctimas necesitadas de espe-
cial protección… 

2. Los Colegios de Abogados y de Procuradores 
impulsarán la formación y sensibilización de sus 
colegiados en los principios de protección de las 
víctimas contenidos en esta Ley”. 

Artículo 31. Protocolos de actuación. El Gobierno 
y las Comunidades Autónomas en el marco de 
sus competencias, con el fin de hacer más efecti-
va la protección de las víctimas y de sus derechos 
reconocidos por esta Ley, aprobarán los Protoco-
los que resulten necesarios para la protección de 
las víctimas. 

Asimismo, los Colegios profesionales que inte-
gren a aquellos que, en su actividad profesional, 
se relacionan y prestan servicios a las víctimas de 
delitos, promoverán igualmente la elaboración de 
Protocolos de actuación que orienten su actividad 
hacia la protección de las víctimas. 

Artículo 32. Cooperación con profesionales y 
evaluación de la atención a las víctimas. Los po-
deres públicos fomentarán la cooperación con 
los colectivos profesionales especializados en 
el trato, atención y protección a las víctimas. Se 
fomentará la participación de estos colectivos en 
los sistemas de evaluación del funcionamiento de 
las normas, medidas y demás instrumentos que 
se adopten para la protección y asistencia a las 
víctimas.
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II. LISTADO DE NORMATIVA INTERNACIONAL Y DOCUMENTOS SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
VÍCTIMAS DE DELITOS EN GENERAL Y DE LAS VÍCTIMAS DEL TERRORISMO, EN PARTICULAR61

A. NACIONES UNIDAS
•	 Declaración de Principios Básicos de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abuso del Poder (1985).

•	 Manual de Justicia para las Víctimas: sobre el uso y aplicación de la Declaración de las Naciones 
Unidas de Principios Básicos de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abuso del Poder (1999).

•	 Guía para Autoridades para Aplicar la Declaración de las Naciones Unidas de Principios Básicos 
de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abuso del Poder (1999).

•	 Proyecto de Convenio sobre Justicia y Apoyo a Víctimas de Delito y Abuso de Poder (2006).

•	 Principios Básicos sobre el uso de programas de justicia restaurativa en asuntos penales (2002).

•	 Manual de Programas de Justicia Restaurativa (2006).

•	 Directrices de Justicia para Niños Víctimas y Testigos de Delitos.

•	 Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de 
las Normas Internacionales de los Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho In-
ternacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones, aprobados mediante la 
Resolución 60/147 de la Asamblea General de las NU, de 16 de diciembre de 2005.

•	 Estatuto de Roma de 1999 del Tribunal Penal Internacional.

•	 Estudio sobre el Derecho a la Verdad, Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos, (E/CN.4/2006/91 de 9 de enero de 2006). 
Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre la impunidad (E/CN.4/2006/89 de 15 de 
febrero de 2006).

•	 Reglas de procedimiento y prueba de la Corte Penal Internacional de 9 de septiembre de 2002 (pu-
blicadas mediante la Resolución de 19 de septiembre de 2011, de la Secretaría General Técnica 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación)62.

•	 La respuesta de la justicia penal para apoyar a las víctimas de actos de terrorismo. Nueva York: 
Oficina de Naciones Unidas sobre Drogas y Delincuencia (2011).

B. ÁMBITO IBEROAMERICANO
•	 Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia para las personas vulnerables, aprobadas en la 

Cumbre Judicial Iberoamericana de marzo de 2008.

•	 Guías de Santiago sobre la protección a víctimas y testigos, documento aprobado en la XVI Asam-
blea General Ordinaria de la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos en julio de 2008.

C. CONSEJO DE EUROPA63

•	 Convenios
- Convenio núm. 116 sobre la compensación a las víctimas de delitos violentos.

- Convenio nº 196 de Prevención del Terrorismo (2005).

61   Véase la página de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (http //www unodc org) y la página correspondiente 
de la UE (http //ec europa eu/justice/criminal/victims/rights/index en htm)  
62   Resultan particularmente relevantes las reglas 85 y 86  
Regla 85  Definición de v ctimas
Para los fines del Estatuto y de las Reglas de Procedimiento y Pruebas

Por v ctimas se entenderá las personas naturales que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión de algún crimen de 
la competencia de la Corte;
Por v ctimas se podrá entender también las organizaciones o instituciones que hayan sufrido daños directos a alguno de sus bienes 
que esté dedicado a la religión  la instrucción  las artes  las ciencias o la beneficencia y a sus monumentos históricos  hospitales y 
otros lugares y objetos que tengan fines humanitarios

Más adelante se indica que las reparaciones del Fondo Fiduciario se podrán realizar a organizaciones no gubernamentales
Regla 86  Principio general
Una Sala  al dar una instrucción o emitir una orden y todos los demás órganos de la Corte al ejercer sus funciones con arreglo al Estatuto o 
a las Reglas  tendrán en cuenta las necesidades de todas las v ctimas y testigos de conformidad con el art culo 68  en particular los niños  
las personas de edad  las personas con discapacidad y las v ctimas de violencia sexual o de género
63   Véanse los documentos en la página del Consejo de Europa (http //www coe int)
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•	 Recomendaciones y Directrices del Comité de Ministros

- Recomendación (2005) 9 sobre la protección a testigos y colaboradores con la justicia.

- Recomendación (99) 19 sobre mediación en asuntos penales.

- Recomendación (87) 21 sobre asistencia a las víctimas y prevención de la victimización.

- Recomendación (85) 11 sobre la posición de la víctima en el marco del Derecho penal y pro-
cesal.

- Recomendación (83) 7 sobre la participación pública en la política criminal.

- Directrices sobre la protección a las víctimas de actos terroristas (2005).

- Recomendación (2006) 8 del Comité de Ministros sobre la asistencia a las víctimas de los delitos.

- Recomendación (2010)1 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre las Normas de 
Probation

- Directrices del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre Erradicación de la Impunidad 
para Violaciones Graves de Derechos Humanos (2011).

•	 Resoluciones Ministeriales

- Resolución sobre la prevención de la violencia diaria en Europa (2004).

- Resolución núm. 2 sobre la misión social del sistema de justicia penal –justicia restaurativa (2005).

D. UNIÓN EUROPEA

•	 Estándares y acción de la Unión Europea sobre Víctimas del Delito.

•	 Decisión marco 2002/475/JAI, sobre la lucha contra el terrorismo, de 13 de junio de 2002.

•	 Phare Horizontal Programme on Justice and Home Affairs. 2002. Reinforcement of the Rule of 
Law: Final Report on the First Part of the Project. Bruselas: Comisión Europea.

•	 Informe de 2004 sobre el cumplimiento de la Decisión Marco (2001).

•	 Decisión Marco del Consejo sobre la aplicación del principio de reconocimiento mutuo (2005).

•	 Directiva del Consejo de 29 de abril de 2004 sobre la compensación a las víctimas del delito.

•	 Declaración sobre la asistencia a las víctimas del terrorismo, aprobada en la Conferencia sobre los 
Estándares para las Víctimas del Terrorismo, el 11 de marzo de 2008.

•	 Programa de Estocolmo Una Europa abierta y segura que sirva y proteja al ciudadano, adoptado 
por el Consejo Europeo en su sesión de los días 10 y 11 de diciembre de 2009.

•	 Directiva 2011/36/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativa a la 
prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas y por la que 
se sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo.

•	 Directiva 2011/93/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a 
la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil.

•	 Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que 
se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de 
delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo.

E. FORO EUROPEO DE SERVICIOS PARA LAS VÍCTIMAS (VICTIM SUPPORT EUROPE)64

•	 Declaración de los Derechos de las Víctimas en el Proceso Penal.

•	 Declaración de los Derechos Sociales de las Víctimas del Delito.

•	 Declaración de los Derechos de las Víctimas a Estándares de Servicio.

•	 Manifiesto 20142019

64   Vid  http //victimsupporteurope eu/
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Cuestionario Nr.

III. CUESTIONARIO PARA EXPERTOS SOBRE EL TRATO A LAS VÍCTIMAS DEL TERRORISMO, MI-
NIMIZADOR DE LA VICTIMIZACIÓN SECUNDARIA, EN RELACIÓN CON LA DIRECTIVA 2012/29/UE 
POR LA QUE SE ESTABLECEN NORMAS MÍNIMAS SOBRE LOS DERECHOS, EL APOYO Y LA PRO-
TECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE DELITOS, Y POR LA QUE SE SUSTITUYE LA DECISIÓN MARCO 
2001/220/JAI DEL CONSEJO65

INTRODUCCIÓN

El Instituto Vasco de Criminología/Kriminologiaren Euskal Institutua (UPV/EHU) está desarrollando una 
investigación cuyo resultado, previsto para finales de enero de 2015, será la elaboración de una Guía de 
buenas prácticas en el trato con víctimas del terrorismo. Podrá adaptarse, posteriormente, a diferentes 
campos de actuación (salud, vivienda, educación, trabajo, prestaciones sociales, relaciones comunitarias, 
cultura, medios de comunicación...), en distintas escalas administrativas. El objetivo de dicha Guía es ayu-
dar a aminorar la victimización secundaria.

Dentro de la metodología empleada, además de la revisión y análisis de proyectos similares en el ámbito 
interno y comparado, nos gustaría recopilar y sistematizar las reflexiones de personas que, de forma profe-
sional y/o voluntaria, traten o hayan tratado con algunas víctimas del terrorismo.

Nuestro compromiso es que la Guía resultante (en forma de tríptico) se envíe a las personas que hayan 
respondido nuestro cuestionario para que puedan realizar las aportaciones o comentarios finales que con-
sideren pertinentes y trabajar, a medio y largo plazo, en su actualización y mejora.

El cuestionario consta de siete preguntas, distribuidas en tres apartados. Nos interesa su experiencia, sea 
extensa o limitada, y reflexiones, siempre entendiendo que nuestra investigación parte de la pluralidad, 
complejidad y dinamismo de las victimizaciones terroristas. Por ello, el contraste de opiniones entre los 
expertos participantes nos ayudará a acercarnos mejor a la realidad.

Una vez más, el Instituto Vasco de Criminología/Kriminologiaren Euskal Institutua le agradece profunda-
mente su colaboración. Sus opiniones serán tratadas a título individual, de forma anónima y confidencial. 
Para cualquier duda, pueden dirigirse a la investigadora Gema Varona Martínez (gemmamaria.varona@
ehu.es//610 418544), a cuya dirección de correo electrónico pueden enviar sus respuestas.

65   Si bien la Directiva se centra en la administración de justicia  su articulado puede aplicarse a otros ámbitos y  en general  a todos los 
servicios  públicos o privados  destinados a las v ctimas (del terrorismo u otro delito)
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CUESTIONARIO

I. EVALUACIÓN SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS DEL TERRORISMO

1. Por favor, marque una X en la casilla que defina mejor su valoración del cumplimiento en la práctica 
de los derechos de las víctimas del terrorismo, en relación con los contextos en que viven las víctimas, 
los recursos existentes, etc.

MUY 
ALTA

ALTA MEDIA BAJA MUY 
BAJA

OBSERVACIONES/
PRECISIONES/

EJEMPLOS

Derecho al reconoci-
miento de su condi-
ción de víctima (art. 1 
Directiva)66, incluyendo 
la victimización indirec-
ta o de los familiares 
(art. 1. a) ii) y b); 2; 
8. 1; 7. 8; 18-19; y 21 
Directiva)

Derecho a la informa-
ción (entender y ser 
entendido) (arts. 3-7 
Directiva)

Derecho al acceso 
a los servicios de 
apoyo (psicológico, 
jurídico, social, sani-
tario, etc.), indepen-
dientemente de la 
presentación de una 
denuncia penal (arts. 
8-9 Directiva)

Derecho al acceso a 
la justicia67 y la parti-
cipación en el proceso 
penal, incluyendo la 
reparación material y 
económica68 y la justicia 
restaurativa (arts. 10-17 
Directiva)

66 Véase  en general  el art  2 de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del 
Terrorismo  Sobre la titularidad de los derechos reconocidos  véanse los arts  4 y 5 de dicha Ley y el art  2  2 de la ley vasca 4/2008 de 
Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo

67 Vid  art  3 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo

68 Vid  art  5 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  as  como su T tulo  y el Reglamento de 
desarrollo  Véanse también los T tulos Segundo a Cuarto de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección 
ntegral a las V ctimas del Terrorismo  as  como su Reglamento de desarrollo
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Derecho a la protec-
ción (prevención de 
revictimizaciones y 
represalias, evitación 
de contacto con el 
infractor, protección 
de su intimidad, etc.), 
incluyendo el reconoci-
miento de necesidades 
específicas (menores, 
etc.) (arts. 18-24 Di-
rectiva)69

Derecho a un trato 
profesional (con for-
mación adecuada y 
concienciación sobre 
las necesidades de las 
víctimas), respetuoso, 
sensible, imparcial, 
empático, individualiza-
do (art. 1, 25 y consi-
derando 61 Directiva)70 

, coordinado (art. 26 
Directiva) y basado en 
la evaluación e inves-
tigación (art. 28 y 29 
Directiva)

Derecho a la preven-
ción de la victimización 
primaria y secundaria 
(art. 26 Directiva)

Derecho a la verdad y 
a la memoria71

Derecho a la partici-
pación en las políticas 
victimales72

69 Véase el T tulo Quinto de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo  

70 Vid  art  4 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véanse los art  2  2 d) f) y el T tulo 
Séptimo de la Ley estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo

71 Vid  art  7 y 8 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véase el T tulo Sexto de la Ley 
estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo

72 Vid  art  6 de la ley vasca 4/2008 de Reconocimiento y Reparación a las V ctimas del Terrorismo  Véase el T tulo Séptimo de la Ley 
estatal 29/2011  de 22 de septiembre  de Reconocimiento y Protección ntegral a las V ctimas del Terrorismo  as  como su Reglamento de 
desarrollo
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2. Si cree que hay algún otro interés o necesidad de las víctimas del terrorismo, en cualquier ámbito, 
que no quede reflejado en el catálogo anterior de derechos, por favor, especifíquelo a continuación.

3. ¿Cree que el catálogo de derechos, recogido en la pregunta 1, puede crear falsas expectativas en las 
víctimas del terrorismo? Si es así, ¿cómo podrían evitarse?

II. EVALUACIACIÓN ESPECÍFICA SOBRE UN TRATO DIGNO (EFICIENTE Y HUMANO) QUE EVITE LA 
VICTIMIZACIÓN SECUNDARIA 

4. Más allá de las previsiones normativas -que, en todo caso, incluyen ya el derecho a un trato digno-, si 
nos centramos en el día a día de dicho trato por parte de las instituciones públicas y privadas, diferenciando 
el corto, medio y largo plazo, ¿cuáles serían los elementos determinantes y las prioridades para poder 
garantizar que dicho trato sea “profesional (con formación adecuada y concienciación sobre las necesida-
des de las víctimas), respetuoso, sensible, imparcial, empático, individualizado, coordinado y basado en la 
evaluación e investigación”?

5. ¿Cómo cree que puede conjugarse o equilibrarse una intervención proactiva o empoderadora, que 
reconozca la autonomía a las víctimas y potencie sus propios recursos, con una intervención protectora y 
asistencial?

6. ¿Qué debería incluirse de forma indispensable en una Guía o Protocolo de buenas prácticas para los 
profesionales y/o voluntarios que tratan con las víctimas del terrorismo?

III. OBSERVACIO NES ADICIONALES

7. A continuación tiene Ud. la posibilidad de expresarse libremente. Puede profundizar en alguna respues-
ta del cuestionario o comentar cualquier otro aspecto que no haya sido tratado.
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IV. PLANIFICACIÓN Y EVALUACIÓN PARA LA COLABORACIÓN MULTIAGENCIA EN LAS POLÍTICAS 
VICTIMALES73

Fases Fundamento Acciones En pro-
greso

Inac-
tivo

Com-
pletado

1. 
Desarrollar 
objetivos 
claros

Compromiso 
de los 
agentes 
implicados 
para mejorar 
las políticas 
preventivas 
a través de 
objetivos 
compartidos 
y metas 
posibles de 
alcanzar a 
corto, medio y 
largo plazo

• Identificar a los agentes y expertos

• Trabajo en equipo estableciendo 
objetivos comunes y específicos (p. 
ej.: reducción de ciertos aspectos de la 
victimización secundaria)

• Identificar las metas propias de cada 
institución o agencia para clarificar 
malentendidos o diferencias

• Desarrollar un plan de trabajo para 
indicar las funciones dentro del grupo de 
trabajo

• Asegurarse de que los responsables del 
sistema y los agentes de cambio están 
involucrados, informados y apoyan los 
esfuerzos de colaboración

2. Conseguir 
el apoyo de 
las personas 
responsa-
bles del 
sistema o 
agencia

Los 
esfuerzos de 
colaboración 
deben 
contar con 
el apoyo de 
los distintos 
responsables 
de las 
agencias e 
instituciones 
implicadas 
a diferentes 
escalas y 
territorios

• Desarrollo de mecanismos de 
comunicación entre los distintos 
responsables para que se acreciente y 
mantenga el apoyo

• Desarrollo de mecanismos para 
integrar perspectivas de agentes 
relevantes implicados en la materia 
(gestores públicos, técnicos, víctimas, 
policía, jueces, fiscales, instituciones 
penitenciarias, servicios sociales, de 
salud, vivienda, educación, medios de 
comunicación...)

3. Identificar 
y compro-
meter a los 
agentes 
sociales con-
cernidos

Considerar a 
las personas 
de la 
comunidad 
que tienen 
interés en 
estos temas

• Involucrar a las personas afectadas y a 
sus familiares

4. Identificar 
los servicios 
y apoyos 
existentes 
y las 
deficiencias

Entendimiento 
de qué 
servicios 
y recursos 
están 
disponibles en 
relación con 
la prevención 
de la 
victimización 
(primaria y 
secundaria)

• Llevar a cabo un estudio específico 
sobre los servicios ofrecidos, 
considerando la accesibilidad 
programática, actitudinal y física

• Desarrollar un mapa o itinerario de cómo 
los individuos acceden a los servicios 
existentes

• Identificar servicios, prácticas y 
programas que son necesarios y no 
existen o que resultan insuficientes 

73 Adaptación de Blandford y Osher (2012  3)  citados en la auditor a de seguridad realizada en el municipio de run (Varona 2013)
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